
Capítulo I

Reflexiones sobre los principios generales
del Derecho

Pensar sobre los principios generales del Derecho es un asunto complejo, ya
que dicho concepto ha estado sujeto a diversas querellas doctrinarias, muchas
de ellas de carácter iusfilosóficas. En el presente capítulo se anhela iniciar
con una explicación de su base teórica, para luego ir adentrándose en los
capítulos subsiguientes en un enfoque práctico que evidencie su importancia
en la resolución de los problemas concretos que surgen en la dinámica social.
Recuérdese que «el Derecho positivo no es algo estático, sino cinético» y que
para la ciencia del Derecho es igualmente importante el estudio de su dimen-
sión ontológica, como la fenomenológica y, por supuesto, la deontológica2.

En tal sentido, aunque hoy en día pueda sonar a perogrullada, los principios
generales del Derecho son verdaderas normas jurídicas y, por tanto, son de
obligatorio cumplimiento por los diversos operadores jurídicos, de allí que su
estudio entra en el campo del Derecho.

Para comprender con precisión la anterior afirmación, se debe empezar por
reflexionar en la idea que expresa la palabra «principio». Así pues, para REALE:
«Toda forma de conocimiento filosófico y científico implica la existencia de
principios; es decir, de ciertos enunciados lógicos que se admiten como con-
dición o base de validez de las demás afirmaciones que constituyen un deter-
minado campo del saber»3. CRETELLA JUNIOR señala: «son las proposiciones
básicas, fundamentales, típicas, que condicionan todas las estructuras

2 Vid. LOIS ESTÉVEZ, José: Proceso y forma (ensayo de una teoría general del proceso).
Librería Porto. Santiago, 1947, pp. 9 y 10.

3 REALE, Miguel: Introducción al Derecho. 9ª, Ediciones Pirámide. Trad. Jaime BRUFAU

PRATS. Madrid, 1989, p. 139.
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inmediatas. Principio, en este sentido, es la base, el fundamento de la cien-
cia»4. Esto implica que la existencia de los principios no se reduce al campo
jurídico, sino que son propios de todas las áreas del conocimiento5, existiendo
algunos que son universales y, por tanto, comunes a los diversos campos del
saber, tales como los denominados principios lógicos formales –llámese de
identidad, contradicción, exclusión y razón suficiente–6.

Es evidente que en el campo jurídico las «verdades fundamentales» o princi-
pios, son esenciales, ya que forman parte de su objeto de estudio –las normas
jurídicas–, circunstancia que ha ocasionado que en esta disciplina se haya
usado y abusado del concepto al grado que en determinados supuestos se
identifican como «principios» postulados que no poseen tal esencia. En todo
caso, la advertida distorsión origina una meditación partiendo de su definición,
asunto que se atenderá de seguida:

1.1. Principios generales del Derecho. 
Delimitación conceptual

Según comenta REALE, «los principios generales del Derecho son enunciados
de valor genérico que condicionan y orientan la comprensión del ordenamiento
jurídico, tanto para su aplicación e integración como para la elaboración de
nuevas normas»7.

Para ARCE Y FLÓREZ-VALDÉS, son «ideas fundamentales sobre la organización
jurídica de una comunidad emanadas de la conciencia social, que cumplen

4 CRETELLA JUNIOR, José: «Los principios fundamentales de Derecho Administrativo».
En: Revista de Derecho Administrativo. Año 2, Nos 3, 4 y 5. Ediciones Depalma. Buenos
Aires, 1990, p. 429.

5 RAMIS M., Pompeyo: Esencia prejurídica del Derecho. ULA. Mérida, 2002, p. 14,
«Todas las ciencias investigan algún tipo de principios o tal vez intentan formularlos,
porque de lo contrario no serían ciencias».

6 CRETELLA JUNIOR: art. cit. («Los principios fundamentales…»), p. 430, los denomina
principios omnivalentes (omnis, todo y vantentes, que valen), es decir, son principios
universales.

7 REALE: ob. cit. (Introducción al Derecho), p. 140.
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funciones fundamentadoras, interpretativa y supletoria respecto de su total
ordenamiento jurídico»8. 

Al respecto, señalan HOčEVAR GONZÁLEZ y RAMOS PASCUA: «son directrices
generales, a veces explícitamente formuladas, pero normalmente implícitas en el
Derecho que inspiran y del que constituyen sus fundamentos políticos-morales»9.

Por su parte, GONZÁLEZ PÉREZ destaca que los principios jurídicos «tiene en
si valor normativo», «Existen con independencia a su formulación», «consti-
tuyen la base del ordenamiento jurídico», «son las ideas fundamentales 
e informadoras de la organización jurídica de la Nación», «tienen pleno valor
de fuente jurídica; forman parte del ordenamiento»10.

RECASENS SICHES, recuerda: «El actual Derecho legislado se ha formado rin-
diendo culto a unos principios ideales, que ha ido incorporando en mayor o
menor proporción a sus textos y a los que ha apuntado intencionalmente el
legislador»11. Según ESSER, «por ser principios, son eficaces independiente-
mente del texto legal. Éste, al consagrarlos, les da fuerza obligatoria, pero no
altera su esencia. De esta suerte, constituye un ius previo y exterior a la lex»12.
Por su parte, GARCÍA DE ENTERRÍA, al comentar el significado de la expresión
principios generales del Derecho, sostiene:

8 Citado en RUÍZ MIGUEL, Carlos: «Recensiones: Joaquín Arce y Flórez-Valdés: Los
principios generales del Derecho y su formulación constitucional. Civitas. Madrid,
1990». En: Revista de Estudios Políticos. Nº 71. CEPC. Madrid, 1991, p. 337.

9 HOčEVAR GONZÁLEZ, Mayda y RAMOS PASCUA, José Antonio: Teoría del Derecho
(una introducción a la filosofía del Derecho). ULA. Mérida, 2013, p. 154. Comenta
RAMIS, Pompeyo: «Los principios universales del Derecho». En: Dikaiosyne. Nº 1.
ULA. Mérida, 1998, pp. 144 y 148, «solo en los primeros principios puede el juris-
perito encontrar la verdadera y última fundamentación de la ciencia que profesa»,
lo que «significa hacerlo desde las más remotas razones de los valores encarnados
en las leyes».

10 GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús: El principio general de la buena fe en el Derecho Adminis-
trativo. Real Academia de Ciencias Morales y Políticas. Madrid, 1983, pp. 44 y 45.

11 RECASENS SICHES, Luis: Estudio de la Filosofía del Derecho. 3ª, UTEHA. México D. F.,
1946, p. 302.

12 Citado en REALE: ob. cit. (Introducción al Derecho), p. 140.



El Registro del Estado Civil18

… transcienden las normas concretas y porque en ellos se expresan siem-
pre necesariamente un orden de valores de justicia material. Son a su vez,
nódulos de condensación de valores ético-sociales y centro de organiza-
ción del régimen positivo de las instituciones y animadores de su funcio-
namiento. Es justamente en este punto donde se anudan el mundo formal
de las normas y el material de los valores de la justicia13.

AGUILÓ REGLA destaca –siguiendo a ATIENZA y RUIZ MANERO–, que «los
teóricos del Derecho usan la expresión principios jurídicos con diversos
sentidos», a saber:

a. Como norma muy general, entendiendo por tal la que regula un caso
cuyas propiedades son muy generales; b. como norma redactada en térmi-
nos particularmente vagos; c. como directriz o norma programática, esto
es, norma que estipula la obligación de perseguir determinados fines; 
d. como norma que expresa los valores superiores de un orden jurídico; 
e. como norma dirigida a los órganos de aplicación del Derecho y que
señala, con carácter general, cómo se debe seleccionar la norma aplicable,
interpretarla, etc. f. como regula iuris, esto es, como enunciado o máxima
de la ciencia jurídica que tiene un considerable grado de abstracción y que
permite la sistematización del orden jurídico o una parte del mismo14.

Para comprender en plenitud a que se hace referencia urge establecer una pre-
cisión terminológica, aunque sobre el punto los autores no estén completamen-
te de acuerdo, se considera que el Derecho está compuesto por normas jurídicas
y que ellas se pueden fragmentar en reglas jurídicas y en principios jurídicos15.

13 GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo: Justicia y seguridad jurídica en un mundo de leyes
desbocadas. Civitas. Madrid, 2000, p. 105.

14 AGUILÓ REGLA, Josep: Teoría general de las fuentes del Derecho (y del orden jurídico).
Ariel. Barcelona, 2000, p. 133.

15 LÓPEZ DE LA VIEJA, María Teresa: Principios morales y casos prácticos. Tecnos.
Madrid, 2000, p. 19, «Las normas siempre prescriben o prohíben algo, pudiendo ser
de dos tipos, principios y reglas». Cfr. PARRA ARANGUREN, Fernando: «Las normas
fundamentales en el anteproyecto de Ley del Trabajo». En: Revista de la Facultad de
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La escisión es útil a la hora de examinar la jerarquía de cada estructura y su fun-
ción, mas, por ahora, solo interesa advertir que los principios generales del
Derecho pertenecen a la especie «norma jurídica» y, por tanto, regulan la con-
ducta de forma obligatoria y además tienen un soporte valorativo.

Por lo señalado, BOBBIO apunta: «los principios generales no son sino normas
fundamentales o generalísimas del sistema, las normas más generales. 
El nombre de principios llama a engaño, tanto que es vieja discusión entre los
juristas si los principios generales son normas. Para mí es indudable que 
los principios generales son normas como todas las otras»16.

Señala CASSAGNE que constituyen «la causa y base del ordenamiento porque
son los soportes centrales de todo el sistema, al cual prestan su sentido», por

Ciencias Jurídicas y Políticas. Nº 65. UCV. Caracas, 1986, p. 35, el Derecho o norma
jurídica «abarca, además más de las reglas positivas que lo integran, los principios
fundamentales que lo informan». VIGO, Rodolfo L.: «Una teoría distintiva ‘fuerte’
entre normas y principios jurídicos». En: Sobre los principios jurídicos. Abeledo-
Perrot. Buenos Aires, 1998, p. 119, efectúa la distinción a la inversa, así indica: «es
más coherente con el lenguaje jurídico actualmente en uso en nuestra comunidad jurí-
dica llamar al género ‘reglas jurídicas’ y a las especies ‘normas jurídicas’ y ‘principios
jurídicos’». Para AGUILÓ REGLA: ob. cit. (Teoría general…), p. 136, «la mejor manera
de caracterizar los principios jurídicos, mostrando de forma clara su diferencia con las
reglas, consiste en afirmar que son un tipo de pauta de conducta en la que no se define
caso, que no cuenta con supuesto de hecho» y siguiendo a VON WRIGTH son: «normas
cuyas condiciones de aplicación se derivan exclusivamente de su propio contenido».

16 BOBBIO, Norberto: Teoría general del Derecho. 3ª, Temis. Bogotá, 2007, p. 245. 
Cfr. HOčEVAR GONZÁLEZ y RAMOS PASCUA: ob. cit. (Teoría del Derecho…), p. 154, 
«es indudable que los principios tienen dimensión normativa, puesto que de hecho
funcionan como normas». URDANETA FONTIVEROS, Enrique: Estudio de Derecho
Inmobiliario-Registral. 3ª, UCAB. Caracas, 2010, pp. 15 y 77, «tales principios son
verdadera ley y no simplemente enunciados (…) sirven de base para la interpretación
de las reglas particulares del ordenamiento», su utilidad «estriba en que se trata de
normas cuya formulación ha sido convencionalmente abreviada, de forma tal que con
una sola palabra o mención se da a conocer una determinada regulación jurídica»
(véase también: URDANETA FONTIVEROS, Enrique: «Los principios inmobiliarios-
registrales en la nueva Ley de Registro Público y del Notariado». En: Estudios de
Derecho Civil. Libro homenaje a José Luis Aguilar Gorrondona. Vol. II. TSJ. Fernando
PARRA ARANGUREN, editor. Caracas, 2002, pp. 712 y 787).
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tanto, son «orientadores e informadores del ordenamiento permitiendo, a través
de su interpretación, realizar una labor correctiva o extensiva de las normas»17.

Entonces, a título de colofón de este apartado, como lo advierten los vocablos
que componen este concepto, un principio general del Derecho es una expre-
sión normativa base, es decir, que funge de soporte a todo el ordenamiento jurí-
dico por su carácter axiológico, poseen aplicación concreta en la interpretación
del Derecho y no se limitan a expresar determinado sentido de la ley, sino de
todo el plexo normativo. En definitiva, son normas fundamentales e informa-
doras que, por su esencia, privan en la interpretación y aplicación del Derecho.
Son generales y, en tal sentido, se extienden a todo el ordenamiento jurídico.
Están sustentados en valores jurídicos, lo cual le imprime un carácter superior
que se expresa en la jerarquía que poseen en la regulación de las conductas.

1.2. Principios generales del Derecho y los aforismos jurídicos

Lo expuesto hasta hora permite establecer una clara diferencia entre los prin-
cipios generales del Derecho y otras expresiones similares como lo serían los
aforismos jurídicos. Efectivamente, un aforismo o axioma establece una forma
de proceder, producto de una práctica reiterada que es extraída a través de la
inducción, para elevarlo a brocardo18, pero que carece del elemento axiológico,

17 GRECCO, Carlos M.: «Bibliografía: Juan Carlos CASAGNE: Los principios generales
del Derecho en el Derecho Administrativo. Abeledo-Perrot. Buenos Aires, 1988». En:
Revista de Derecho Administrativo. Año 2, Nos 3, 4 y 5. Depalma. Buenos Aires, 1990,
p. 402.

18 Afirma DU PASQUIER, Claude: Introducción a la teoría general del Derecho y a la filo-
sofía jurídica. 2ª, Librería Internacional del Perú. Trad. J. B. DE LAVALLE y J. AYASTA

GONZÁLEZ. Lima, 1950, p. 87, «Muchas veces la doctrina y la jurisprudencia han lle-
gado a condensar en una fórmula feliz un principio del que las reglas positivas no son
sino paráfrasis. Así han nacido los adagios, los aforismos, especies de proverbios jurí-
dicos acuñados como medallas». Pero sostiene CASTÁN TOBEÑAS, José: Teoría de la
aplicación e investigación del Derecho. Reus. Madrid, 1947, p. 339, «Los principios
generales del Derecho a que se refieren los códigos modernos, no son reglas o máximas
estereotipadas. Es un error identificarlos con los aforismos jurídicos que la tradición 
y la práctica viene consagrando».
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es decir, la pauta así establecida no posee necesariamente un soporte valora-
tivo que permita considerarlo un principio, únicamente sintetiza una forma de
actuar ante determinados supuestos, lo cual le resta la validez jurídica que sí
poseen los principios19.

Exempli gratia, el aforismo dura lex sed lex20, condensa la idea de que la ley
es obligatoria y, por tanto, no es válido el pretexto de que las consecuencias
que genera son desfavorables o injustas en su aplicación al caso concreto. Sin
embargo, lo anterior no es del todo cierto, por cuanto el Derecho tiene sopor-
tes en valores superiores que obligatoriamente deben ponderarse al momento
de regular las conductas e interpretar las disposiciones jurídicas; así, las figu-
ras del «abuso de derecho»21 o la teoría del «levantamiento del velo corpora-
tivo» son ejemplos claros de la reacción del ordenamiento ante el uso
antisocial del titular de una facultad y de cómo debe evitarse su aplicación
irracional, en contra de los valores que nutren el sistema jurídico.

Véase otro ejemplo: en la máxima: in claris non fit interpretatio, se deduce de
tal aforismo que la norma cuando es clara no requiere de interpretación, forta-
leciendo así el método literal. Empero, lo cierto del caso es que todo proceso de
aplicación de una norma es interpretación, y sostener que una disposición es cla-
ra implica de suyo un análisis exclusivamente literal o gramatical22. Contrario

19 A este respecto, EGAÑA, Manuel Simón: Notas de introducción al Derecho. Editorial
Criterio. Caracas, 1984, p. 171, comenta «Aun cuando los abogados y juristas prác-
ticos, así como los científicos, usan y abusan de estos adagios, que a veces gozan de
la autoridad del tiempo, ellos solo expresan criterios con respecto del Derecho. 
No constituyen normas de ninguna especie, pero revisten interés por cuanto a través
de los mismos se ha consagrado una serie de principios, algunos de los cuales verda-
deramente valederos».

20 Vid. D’ORS, Álvaro: «Dura lex sed lex». En: Anuario de Historia del Derecho Español.
Nº 51. Madrid, 1981, pp. 683 y 684.

21 Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María Candelaria y VARELA CÁCERES, Edison Lucio: 
«El abuso de derecho. Un estudio tres autores». En: Revista Venezolana de Legislación
y Jurisprudencia. N° 8. Caracas, 2017, pp. 515 y ss.

22 Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María Candelaria: Ensayos sobre capacidad y otros temas
de Derecho Civil. 3ª, TSJ. Caracas, 2010, p. 746, quien afirma que, a diferencia de
tiempos anteriores, se admite que toda ley requiere de interpretación, desechándose la
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a lo que aspira el aforismo, lo que ocurre es un efecto contrario por cuanto bajo
la excusa de la luminosidad de la norma el juez no efectúa un análisis com-
pleto de la disposición que se le pide aplicar y con ello puede evitar hacer un
pronunciamiento expreso sobre un punto que se le puede estar solicitando, lo
que en palabras llanas podría implicar denegación de justicia o inmotiva-
ción23. Por lo anterior, SANOJO advertía: «a veces la ley es clara en sus térmi-
nos, y con todo, puede presentarse dificultades en su aplicación práctica, y es
por lo mismo necesario averiguar cuál es su verdadero sentido, no obstante
que éste aparezca claro, en atención a los términos en que está concebida»24.

Igualmente, existen diversos casos donde el aforismo ha sido elevado a la
categoría de principio sectorial del Derecho, como ocurre con: pacta sunt
servanda, nullum crimen nulla poena sine praevia lege poenali, iura novit
curia o non bis in idem, entre otros. Por lo dicho, es necesario tener en cuenta
lo que sostiene REALE:

A pesar de las críticas y de las condenaciones vehementes, los brocardos
jurídicos continúan presentes en el foro y son invocados en decisiones judi-
ciales y en obras eruditas, preferentemente en su original y sucinta forma
latina. Lo cual demuestra que en ellos hay algo que continúa válido y que

equivocada creencia que «lo claro no requiere interpretación». Se ha dicho con razón
que no se debe confundir la falta de interpretación con la dificultad en la misma; una
ley que se presenta sencilla, también ha sido interpretada, pues tal conclusión supone
una tarea previa aunque rápida de parte del intérprete. Vid. artículo 1281 del Código
Civil español: «Si los términos de un contrato son claros y no dejan duda sobre la
intención de los contratantes se estará al sentido literal de sus cláusulas. Si las pala-
bras parecieren contrarias a la intención evidente de los contratantes, prevalecerá ésta
sobre aquellas», es decir, en el primer supuesto se privilegia la interpretación grama-
tical y en el segundo el método finalista.

23 Por lo dicho, advierte DE RUGGIERO «Tiene la apariencia de principios generales y
absolutos y no hay ni uno solo que no sea falso como máxima general; parecen las
más de las veces contradictorios y antitéticos de modo que contra uno que afirma 
o asienta una regla, es siempre fácil hallar otro que contenga la opuesta», citado en 
DU PASQUIER: ob. cit. (Introducción a la teoría…), p. 95.

24 SANOJO, Luis: Instituciones de Derecho Civil venezolano. Tomo I. Imprenta Nacional.
Caracas, 1873, p. 25.
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merece un estudio libre de prejuicios (…) Se reconoce que hay brocardos
que han perdido su vigencia, pero que otros actúan ciertamente como ideas
directrices que el jurista no puede despreciar apriorísticamente25.

En fin, como sostiene OLASO, es un error identificar a los aforismos como
principios generales del Derecho «porque no pasan de ser (…) breves reglas
o máximas estereotipadas que la tradición y la práctica vienen consagrado»26.
Entonces, estas expresiones ostentan notas disimiles a los principios genera-
les del Derecho, por cuanto ni regulan conductas y mucho menos poseen un
soporte en valores superiores.

Por otro lado, hay que ser cuidadoso en diferenciar un principio general del
Derecho de una «cualidad» o «condición» que componga una determinada
institución jurídica. Así, por ejemplo, en el caso del «nombre civil» la doctrina
ha sostenido como caracteres los de: general, obligatorio, estable y sintético.
Los anteriores son útiles por cuanto permite perfilar su esencia y, en conse-
cuencia, apartar dicha institución de otras similares como el seudónimo o el
apodo27, pero no llegan a representar principios jurídicos.

En efecto, es evidente que las cualidades no tienen un soporte en concepciones
valorativas, ni informan todo el ordenamiento jurídico, sino únicamente des-
tacan determinadas propiedades que permiten diferenciar la sustancia que
detenta una concreta figura y así separarla de los institutos próximos, coadyu-
vando a la comprensión del fenómeno jurídico por los operadores jurídicos.

1.3. Origen

En apretada sinopsis, se puede señalar que ante la inquietud sobre de dónde
brotan los principios generales del Derecho, la doctrina clásica ha destacado
tres gérmenes: Derecho romano, Derecho positivo o Derecho natural.

25 REALE: ob. cit. (Introducción al Derecho), p. 151.
26 OLASO J., Luis María: Curso de introducción al Derecho (introducción a la teoría

general del Derecho). Tomo II. 2ª, UCAB. Caracas, 1994, p. 112.
27 Vid. VARELA CÁCERES, Edison Lucio: «El nombre civil y la Ley Orgánica de Registro

Civil». En: Revista de Derecho. Nº 33. TSJ. Caracas, 2010, pp. 249-303.
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Cuando se indica que el origen está en los principios del Derecho romano, se
está afirmando que las fórmulas generales que inspiraron ese ordenamiento
histórico y, que a su vez, sirvieron de influencia al Derecho de Occidente –en
especial al Derecho continental o Civil Law–, son los principios que deben
operar en el sistema actual. No obstante, son evidentes los obstáculos que se
avizoran al emplear esta teoría, ya que muchos de los postulados del Derecho
romano hoy en día han perdido vigor y, también, existen situaciones capitales
que no fueron reguladas o pensadas por los romanos, como sería el caso de
los derechos humanos o del Derecho Administrativo. Ciertamente, si bien la
anterior tesis podría tener algún interés histórico y alguna aplicación práctica
en casos puntuales, en la actualidad la doctrina ha abandonado la idea de
identificar a los principios generales del Derecho con los que se formularon
en el Derecho romano y, por tanto, esa posición se encuentra superada28.

28 EGAÑA: ob. cit. (Notas de introducción…), p. 169, afirma: «está fuera de toda lógica
pensar que con esa referencia a los principios generales del Derecho, hecha, por ejem-
plo, por el Código Civil venezolano, el legislador se refiera al Derecho romano». En
todo caso, lo expuesto no le resta valor al estudio del Derecho romano, pues es evidente
que muchos de sus institutos todavía se mantienen, aunque con renovados objetivos,
como es el caso del Derecho de Familia. Por su parte, en el Derecho de Obligaciones
es donde más se visualizan las influencias del Derecho romano y donde mayores coin-
cidencias de principios romanos y actuales se pueden notar. Convenga solo recordar la
advertencia de BERNAD MAINAR, Rafael: «Una nueva visión del Derecho romano». En:
Estudios de Derecho Privado. Tomo I. UCAB. Alberto BAUMEISTER TOLEDO y Carmen
GUARDIA DE BRACHO, coords. Caracas, 2004, pp. 495 y 496, que por la íntima conexión
entre el Derecho romano y el Derecho Civil del cual este último debe su «nacimiento»,
ocasiona que el romano sea «erigirlo en un monumento jurídico pleno de vida, y no
reducirlo al ostracismo propio de las antiguallas jurídicas», pues los «principios jurídi-
cos de un pueblo que, lejos temporalmente del nuestro, ha dejado una huella indeleble
en el pensamiento jurídico de los sistemas de Derecho adscritos al círculo jurídico
romanístico»; cfr. BERNAD MAINAR, Rafael: La interpretación jurídica en el Derecho
romano y en el Derecho actual. Vadell Hermanos Editores. Caracas, 2004, p. 29, 
«Lo cierto es que el Derecho romano ha logrado sobrevivir hasta nuestros días al haber
sido un referente inexcusable en la codificación moderna, ya en forma de preceptos y
artículos de Derecho vigente, ya a través de la sistemática de sus principios e institu-
ciones jurídicas imperecederas más importantes». En todo caso, lo que no puede sos-
tenerse es que el concepto de principios generales del Derecho corresponda hoy
exactamente con los principios del Derecho romano.
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Otra posición señala que los principios generales del Derecho brotan del
Derecho natural, ello en razón que son postulados inmanentes que surgen de
la razón colectiva y que por tanto son comunes en todos los pueblos, y el
intérprete solamente debe desentrañarlos de la razón natural29. Entonces, «los
principios no son propiamente ‘creados’ por actos humanos, sino que el hombre
simplemente los reconoce y los declara prudentemente»30.

Cierra la trilogía, la explicación que ve el origen de los principios en el Dere-
cho positivo, es decir, son aquellos que el propio ordenamiento jurídico se da
a sí mismo y que reconoce expresamente a través de una autoridad habilitada
para dictar normas jurídicas, atribuyéndole una función concreta dentro de la
operatividad del sistema, como lo es el llenar las lagunas de la ley31. El proble-
ma de esta posición es que los principios no requieren estar preestablecidos por
una autoridad, son proposiciones básicas que sirven de fundamentos de todo el
ordenamiento jurídico y, si bien existen principios que se encuentran largamen-
te normados a través de reglas jurídicas –principio de legalidad, artículo 137
de la Constitución–, otros son simplemente derivados de un atento análisis del

29 Comenta CASSAGNE, Juan Carlos: «Los principios generales del Derecho en el Dere-
cho Administrativo». En: Estudios de Derecho público. Depalma. Buenos Aires,
1995, p. 2, «es evidente que hay un fondo común conformado por el conjunto de los
principios generales del ordenamiento, los cuales, al fundarse en el respeto de la per-
sona humana o en la naturaleza de las cosas, encierran la concepción del Derecho
natural»; añade: «En nuestro ordenamiento son numerosos los principios del Derecho
natural que se han incorporado al Derecho positivo, ya sea aquellos de carácter fun-
damental y básico, que suelen encontrarse en la Constitución, como los de naturaleza
estrictamente institucional que aparecen en otras ramas del Derecho» (p. 6).

30 VIGO: art. cit. («Una teoría distintiva…»), p. 128.
31 Vid. MOLES CAUBET, Antonio: «Estudio analítico de la sentencia de la Corte Primera

de lo Contencioso-Administrativo de 1º de julio de 1981 sobre provisión de jefes de
departamentos». En: Revista de Derecho Público. Nº 13. Editorial Jurídica Venezolana.
Caracas, 1983, pp. 207 y 208, «los principios generales del Derecho se concibieron tra-
dicionalmente como máximas de Derecho natural y, asimismo, como medios de inte-
gración en las lagunas del Derecho cuando no hubiera ley exactamente aplicable al
caso. Empero, desde hace poco más de 40 años los tratadistas y asimismo algunos
cuerpos normativos consideraron principios generales del Derecho las generalizacio-
nes del ordenamiento jurídico, es decir el que resulta de reducir las normas concretas
al principio por ellas expresado».
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sistema. Igualmente, los principios generales del Derecho no se reducen a su
función de integración, para colmar los vacíos, tiene otros fines32 e incluso
llegan a privar sobre el Derecho positivo.

En fin, pareciera más acertado visualizar que cada una de las anteriores fuen-
tes aportan indicios sobre la génesis, pero dejan por fuera algunos postulados
que hoy son considerados principios. Entonces, es más ajustado a la realidad
reunir las diversas posiciones y sostener que el origen de los principios no se
puede restringir a un solo modelo de creación33. Ciertamente, los principios
generales del Derecho pueden estar positivizados, pero también ser un producto
racional o natural, e incluso, remontarse al nacimiento de todo el Derecho y,
en consecuencia, ser fruto de la obra normativa romana34 .

Recapitulando, lo esencial para considerar un postulado como principio general
del Derecho, no es su origen, sino que posea un carácter amplio que recopile
una forma de proceder universal y obligatoria, que exprese un determinado
valor digno de tutela y que funja de inspiración a todo el sistema normativo.

32 REALE: ob. cit. (Introducción al Derecho), p. 148, subraya: «la función de los principios
generales del Derecho no se reduce al caso particular de las lagunas existente en la legis-
lación, como podría pretender una actitud apoyada en un anacrónico apego a una con-
cepción ‘legalista’ del Derecho. En realidad, toda la experiencia jurídica y, por tanto,
también la legislación que la integra, descansa sobre principios generales del Derecho
que pueden ser considerados como pilares y paredes maestras del edificio jurídico».

33 Como sostiene CASTÁN TOBEÑAS: ob. cit. (Teoría de la aplicación…), p. 336, 
«A nuestro juicio, no son incompatible las dos opuestas rutas que ha seguido la doctrina
al tratar de fijar el concepto de los principios generales del Derecho, y cabe llegar, en
este punto y en el de la crítica de esta fuente jurídica, a soluciones conciliables».

34 COVIELLO comenta que los principios generales del Derecho son: «los fundamentales
de la misma legislación positiva, que no se encuentran escritos en ninguna ley, pero
que son los presupuestos lógicos necesarios de las distintas normas legislativas, de las
cuales en fuerza de la abstracción deben exclusivamente deducirse. Pueden ser de hecho
principios racionales superiores, de ética social y también principios de Derecho romano,
y universalmente admitidos por la doctrina; pero tienen valor no porque son puramente
racionales, éticos o de Derecho romano y científico, sino porque han informado efecti-
vamente el sistema positivo de nuestro Derecho y llegado a ser de este modo principios
de Derecho positivo y vigente», citado en GARCÍA MÁYNEZ, Eduardo: Introducción al
estudio del Derecho. 31ª, Porrúa. México D. F., 1980, p. 370.
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1.4. Funciones que despliegan los principios

Toda especulación alrededor de los principios generales del Derecho tiene
indudablemente una finalidad práctica y ella se observa con nitidez al
momento de precisar su función.

Las normas jurídicas poseen una razón que es regular las conductas35, lo que
implica que, siendo los principios generales del Derecho normas jurídicas, cum-
plen equivalente destino al género a que pertenece. Así pues, participan a través
de una visión sistemática del Derecho en su interpretación, coadyuvando a
reglamentar las situaciones concretas objeto de examen. Además, por ser funda-
mentos cardinales del sistema normativo, desempeñan funciones de integración
y otros procesos operativos como son: unificación del sistema y oxigenación.
VIGO, parafraseando a BOBBIO, destaca entre sus funciones las siguientes:

a. Interpretativa: aportan al esclarecimiento del sentido de otras normas; 
b. directiva programática: orienta la actividad de los juristas al momento de
crear una norma; c. integradora: proporciona criterios conforme a los cuales
se puede resolver un problema jurídico que no tiene regulación normativa,
es decir, en caso de laguna jurídica, y d. limitativa: pone los causes dentro de
los cuales puede ejercerse una cierta competencia. También se admite como
funciones propias de los principios la «fundamentación del ordenamiento»,
de modo que legitiman o reconocen la validez de las otras fuentes del Dere-
cho, y además se menciona la «función sistematizadora» en tanto los prin-
cipios posibilitan la estructuración u ordenamiento del material jurídico36.

35 LOIS ESTÉVEZ, José: La eterna polémica sobre las fuentes del Derecho. s/e. Santiago,
1993, p. 43, es más específico y señala: «El fin del Derecho –y, por tanto, la condición
para la juridicidad de cualquier norma– consiste en la optimización de la paz lograda
hasta ese instante (…) Toda norma jurídica, por el mero hecho de ser tal, exhibe como
ratio un pronóstico implícito sobre cierto incremento verificable de la paz social rei-
nante hasta el momento. Una norma solo se justifica y es válida en tanto pueda repu-
tarse verdadera la optimización que predice de la paz o, lo que es lo mismo –pero con
la ventaja de ser directamente mensurable–, de la entropía política o error jurídico».

36 VIGO: art. cit. («Una teoría distintiva…»), p. 105. Cfr. RUÍZ MIGUEL: ob. cit. («Recensio-
nes…»), p. 336, quien parafraseando a ARCE Y FLÓREZ-VALDÉS señala: «los principios
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1.4.1. Interpretación
Partiendo de que las normas jurídicas son generales y abstractas37 requieren
para su aplicación a la realidad concreta de un procedimiento de interpreta-
ción que traduzca el sentido de las palabras a través de las cuales se expresa
el dispositivo en relación con los hechos objeto de análisis38. Dicha actividad
intelectual exige efectivamente echar mano de las diversas fuentes del Dere-
cho, pero una vez ubicadas algunas normas jurídicas –reglas y principios–,
que sean posiblemente aplicables en razón de la materia, hay que determinar
el alcance y significado que debe dársele a cada una de ellas, partiendo del
postulado que sostiene que los vocablos del lenguaje son por lo general equí-
vocos, situación que ocasiona la necesidad de fijar el sentido correcto.

Al respecto, DOMÍNGUEZ GUILLÉN sostiene: «La interpretación es un proceso
complejo en virtud del cual se trata de determinar el sentido y alcance del Dere-
cho. Implica una actividad de valoración por parte del intérprete a fin de preci-
sar las consecuencias y efectos derivados a un supuesto conflicto particular»39.

generales del Derecho tienen una triple función», que se traducen en las funciones funda-
mentadora, interpretativa y supletoria del ordenamiento jurídico. En todo caso, la clasifi-
cación tripartita se puede observar en Federico DE CASTRO, quien habla de «fundamento
del ordenamiento jurídico», «orientadores de la labor interpretativa» y «fuente en caso de
insuficiencia de la ley y de la costumbre», citado en COCA PAYERAS, Miguel: La doctrina
legal. Bosch. Barcelona, 1980, p. 199. Cfr. GONZÁLEZ PÉREZ: ob. cit. (El principio gene-
ral…), p. 46, «Cumplirá una triple función de fundamento, interpretación e integración»;
CASSAGNE: art. cit. («Los principios generales…»), pp. 7 y 8, «Los principios generales del
Derecho cumplen varias funciones distintas, pero articuladas entre sí y relativas a su esen-
cia ontológica, a su valor preceptivo o a su alcance cognoscitivo para dilucidar el sentido
de una norma o dar la razón de ella y hasta para integrar nuevas formulaciones jurídicas
(…) A su vez, funcionan como orientadores e informadores del ordenamiento permitien-
do, mediante su interpretación, realizar una labor correctiva o extensiva de las normas».

37 Recuerda PARRA ARANGUREN, Fernando: «Comentarios sobre el Proyecto de Ley
Orgánica del Trabajo». En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas.
Nº 76. UCV. Caracas, 1990, p. 185, que las características propias de la norma jurídica
son: «ser legítima, imperativa, coercible, general y abstracta».

38 Comenta BERNAD MAINAR: ob. cit. (La interpretación jurídica…), p. 32, «Entiéndase
por interpretación la indagación y reconstrucción que ha de ser atribuida a una deter-
minada declaración o actuación dentro del marco social en que han sido utilizadas».

39 DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María Candelaria: Manual de Derecho Civil I (personas). 
Ediciones Paredes. Caracas, 2011, p. 33.
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La condición singular de los principios generales del Derecho, al ser normas
jurídicas básicas que sirven de andamiaje de todo el sistema, es un elemento
de ineludible ponderación a la hora de precisar el sentido de las reglas jurídi-
cas que integran el sistema40. En efecto, los principios participan dentro del
proceso de interpretación de otras normas jurídicas41, pero además al ser obli-
gatoria su aplicación de forma compatible, exigen que la interpretación de las
reglas, incluso constitucionales42, se realicen: secundum principium –según
el principio– o praeter principium –al margen del principio–, pero nunca contra
principium –contraria al principio–.

En otras palabras, la interpretación que el operador desentrañe de todas las dis-
posiciones objeto de análisis deberá coincidir con lo que postula, expresamente
los principios de influencia, exempli gratia: el artículo 77 de la Constitución
de la República Bolivariana de Venezuela establece la equiparación entre el
matrimonio y la unión estable de hecho, dicho significado es conforme con

40 Así lo destaca AGUILÓ REGLA: ob. cit. (Teoría general…), p. 138, «Para poder aplicar
un principio se requiere siempre la formulación de una regla que correlacione un caso
genérico con la solución normativa que establece el principio», lo anterior origina
«una fuerza expansiva que no tienen las reglas, y ello hace que desempeñe un papel
justificativo fundamental que se traduce en que entran en juego siempre que se trata
de realizar operaciones aplicativas del Derecho».

41 COCA PAYERAS: ob. cit. (La doctrina legal), p. 201, «Los principios generales del
Derecho son, pues (…) un criterio de interpretación de las normas jurídicas especial-
mente cualificado».

42 VIGO: art. cit. («Una teoría distintiva…»), p. 125, «Es cierto que los principios jurídi-
cos propiamente dichos son el ‘Derecho más alto’, pero aún más alto que la Constitu-
ción, en tanto ellos están proprio vigore al principio de todo Derecho, incluso del
constitucional». Es difícil que entre los principios generales del Derecho y la Carta
Magna se observen choques, ya que como comenta BIDART CAMPOS: «la Constitución
Nacional representa un deber ser axiológico que positiviza numerosos, y legítimos,
principios generales del Derecho», de allí que SALVAT sostenga en términos llanos:
«Entre nosotros, esos principios generales del Derecho debemos buscarlos principal-
mente en la Constitución Nacional», citados en PEYRANO, Jorge W. y CHIAPPINI, Julio
O.: Instituciones atípicas en el Derecho privado. Rubinzal-Culzoni. Santa Fe, 1985,
p. 46. Añade CASSAGNE: art. cit. («Los principios generales…»), p. 4, «gran parte de
los principios generales del Derecho natural se incorporaron al Derecho positivo 
de las constituciones modernas».
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el principio de igualdad. Como indica EGAÑA, los principios generales del
Derecho «informan y orientan los ordenamientos jurídicos que van a regir»,
por tanto las «normas jurídicas que deciden los casos particulares son proyec-
ciones de esos principios que constituyen la base de todas las legislaciones»43.
Para VIGO, «Los principios, siendo el núcleo más radical y concentrado de
Derecho, tienen una capacidad operativa que prácticamente no dejan sin res-
puesta a cualquier conflicto jurídico en donde se intente develar la conducta
que jurídicamente cabe hacer o no hacer»44.

Ciertamente, los principios, por su esencia, podrían fungir de fórmula que solu-
cione cualquier incógnita jurídica; sin embargo, por su generalidad ínsita ello
demandaría grandes capacidades cognitivas y por ello las reglas jurídicas simpli-
fican la labor de aplicación del Derecho al aportar mayores datos para precisar el
sentido correcto de determinada conducta regulada por el ordenamiento jurídico.

Sostiene GARCÍA DE ENTERRÍA que un principio de Derecho es introducido al
concierto jurídico cuando: «explica una pluralidad de soluciones concretas hasta
entonces más o menos casuística, las de sentido unitario y profundo, por su
enraizamiento en el condensado ético que el propio principio encierra, y, final-
mente, queda en disposición de manifestarse en otra serie indefinida de conse-
cuencias preceptivas», y parafraseando a LATOURNERIE expresa: «el principio
debe tener la mayor posibilidad ‘de penetrar sin efracción y por una inserción
pacífica en el recinto del Derecho ya construido, o, por lo menos, debe presentar
el menor riesgo de comprometer el equilibrio de éste y de perturbar su economía.
Y debe, además, tener el privilegio de abrir a las aspiraciones del Derecho latente
el acceso más suave y más amplio hacia el Derecho sancionado’»45.

Puede, en otros casos, ocurrir que al interpretar determinada regla se visualice
que, para precisar su contenido, no se requiera aplicar directamente un principio

43 EGAÑA: ob. cit. (Notas de Introducción…), p. 167.
44 VIGO: art. cit. («Una teoría distintiva…»), p. 125.
45 GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo: «El principio de la interpretación más favorable al

derecho del administrado al enjuiciamiento jurisdiccional de los actos administrati-
vos». En: Revista de Administración Pública. Nº 42. CEPC. Madrid, 1963, pp. 270 y ss.
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y, por tal motivo, se observe que la interpretación propuesta esta simplemente al
margen, por ejemplo: dispone el artículo 8 de la Constitución: «La bandera
nacional con los colores amarillo, azul y rojo (…) son los símbolos de la patria»,
la interpretación que señale que dicha disposición se refiere al tricolor nacional
con franjas uniformes y ocho estrellas no contradice ningún principio ni lo des-
arrolla directamente; por tanto, es perfectamente válida dicha posición.

Donde se observan mayores inconvenientes es en la posibilidad que se
implante una interpretación contra principium. En este caso, el intérprete tie-
ne varias opciones: i. Forzar la regla para adecuarla al principio que pudiera
contradecir y así privilegiar la coherencia normativa; ii. concluir que el prin-
cipio es inaplicable al supuesto examinado por ser un principio sectorial que
opera sobre una materia distinta a la analizada; iii. determinar que el princi-
pio alegado no es tal, sino un aforismo que ha perdido aplicación en el siste-
ma actual en razón del desarrollo de las instituciones normativas y la
conciencia jurídica y iv. desaplicar la regla y emplear el principio por predo-
minar este último en razón a su valor intrínseco.

La última alternativa es, claramente, la más radical y puede chocar con la
seguridad jurídica46; sin embargo, en aquellas hipótesis en las cuales no se
pueda solucionar el asunto a través de otro camino, deberá desaplicarse la
norma contraria al principio y esto operaria en atención a que, como se ha sos-
tenido, los principios generales del Derecho son normas jurídicas y por tanto de
carácter obligatorios47. Además, se ha indicado reiteradamente que dichas
normas principistas poseen un profundo contenido axiológico y sirven de
fundamento al ordenamiento jurídico, siendo así no se puede concebir que el

46 Cfr. ORTIZ-ORTIZ, Rafael: Introducción a la teoría general de los valores y la axiolo-
gía jurídica. UCAB. Caracas, 1999, p. 243, que califica a la seguridad jurídica como
un fin del Derecho, junto al bien común y la justicia.

47 Cfr. GONZÁLEZ PÉREZ: ob. cit. (El principio general…), p. 46, los principios al «cons-
tituir la base misma del ordenamiento, no es concebible una norma legal que le con-
travenga»; también apunta, GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús: «La dignidad de la persona en la
jurisprudencia constitucional». En: Anales de la Real Academia de Ciencias Morales
y Políticas. N° 62. Madrid, 1985, p. 136, al examinar el principio de dignidad, de rango
constitucional, que «si dentro del ámbito de la interpretación, por mucho que se



El Registro del Estado Civil32

sentido de una regla concreta pueda tener valor y, al mismo tiempo, contradecir
el fundamento del sistema que la ha dotado de juridicidad48.

En palabras de VIGO: «Si los principios cuentan con una intrínseca y necesaria
juridicidad, parece evidente que las normas no pueden afectar ese contenido
radicalmente jurídico, dado que, de hacerlo, quedarían afectadas en su validez,
la validez de los principios es consecuencia necesaria de su contenido; por eso,
en caso de contradicción con las normas, aquellos son los que prevalecen. La
validez de las normas deriva de otras normas o de los principios»49. Por lo
indicado, ARCE Y FLÓREZ-VALDÉS destaca el carácter informador de los prin-
cipios y cómo de ello se deduce «una doble eficacia jurídica: por una parte es
directiva del ordenamiento, fomentando el desarrollo del ordenamiento en la
consecución de unos principios, y por otra es derogatoria o invalidatoria, tanto
en relación a la ley inspirada en principios opuestos como en los casos en que
la aplicación de la ley resulte contraria a los principios»50.

Lo descrito representa claramente una visión que supera la posición tradicional
que postularon destacados autores, como DEL VECCHIO, LEGAZ Y LACAMBRA,
RECASENS SICHES51, entre otros, al considerar a los principios únicamente como
herramientas de integración para rellenar los vacíos del legislador.

La doctrina actual ha posicionado a los principios generales del Derecho
como «enjuiciadores del ordenamiento jurídico», PEYRANO y CHIAPPINI apuntan:

fuerce el sentido de la letra, no es posible llegar a un sentido acorde con la norma
constitucional, hay que llegar a la solución de la derogación de la ley anterior».

48 En palabras de CASSAGNE: art. cit. («Los principios generales…»), pp. 7 y 8, «Los
principios generales del Derecho constituyen la causa y la base del ordenamiento por-
que son los soportes centrales de todo el sistema al cual prestan sentido. Por ese motivo,
no se puede concebir que una norma legal los contravenga existiendo con indepen-
dencia de su reconocimiento legal o jurisprudencial».

49 VIGO: art. cit. («Una teoría distintiva…»), p. 97.
50 Citado en RUÍZ MIGUEL: ob. cit. («Recensiones…»), p. 336.
51 RECASENS SICHES: ob. cit. (Estudio de la Filosofía…), p. 302, «Esos principios gene-

rales no pueden tener vigencia frente a una norma formulada de Derecho positivo, por
la sencilla razón de que si se les otorgase tal vigencia saltaría hecho pedazos el sistema
jurídico, pues quedaría destruida la certeza y seguridad, raíz esencial de todo el Derecho».
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«sostenemos enérgicamente la posibilidad de que una o varias normas positi-
vas de un sistema, o el sistema todo, pueda y deba, ser enjuiciado por su
incongruencia con los principios generales del Derecho»; efectivamente, «se
requiere una violación notoria de los principios generales del Derecho para
que éstos puedan ser aplicados de manera de provocar la grave consecuencia
de desechar una norma positiva, o de calificar como ‘no-Derecho’ a un orde-
namiento normativo»52, pero tal supuesto es perfectamente posible.

AGUILÓ REGLA pone énfasis en dos elementos: primero, que debe contextuali-
zarse la jerarquía normativa, por ejemplo un principio constitucional siempre
va a desplazar una regla legal y una regla constitucional desplaza a un princi-
pio legal53, por tanto, «en estos casos el desplazamiento –que se traduce en
nulidad de la disposición que contiene esa regla– es el resultado de la jerarquía
normativa y no de la mayor importancia en el razonamiento justificativo de los
principios frente a las reglas»; segundo, las reglas representan una ampliación
más definida de los principios, «En efecto, para poder afirmar que los princi-
pios prevalecen siempre sobre las reglas hay que ver a estas últimas como el
desarrollo, la concreción o la especificación de principios. De esta forma,
cuando una regla exceptúa o desplaza a un principio, lo que ocurre en realidad
no es que ella prevalezca sobre el principio desplazado, sino que el principio
que la regla concreta o especifica prevalece sobre el principio que resulta

52 Cfr. PEYRANO y CHIAPPINI: ob. cit. (Instituciones atípicas…), pp. 44 y 45.
53 El Tribunal Constitucional español ha sostenido: «Los principios generales del Dere-

cho incluidos en la Constitución tienen carácter informador de todo el ordenamiento
jurídico –como afirma el artículo 1.4 del Título preliminar del Código Civil–, que
debe ser interpretado de acuerdo con los mismos. Pero es también claro que allí donde
la oposición entre las leyes anteriores y los principios generales plasmados en la
Constitución sea irreductible, tales principios, en cuanto forman parte de la Constitu-
ción, participan de la fuerza derogatoria de la misma, como no puede ser de otro modo
(…) carácter específico del valor aplicativo –y no meramente programático– de los
principios generales plasmados en la Constitución», citado en GARCÍA DE ENTERRÍA,
Eduardo: «Principio de legalidad, estado material de Derecho y facultades interpreta-
tivas y constructivas de la jurisprudencia en la Constitución». En: Revista Española
de Derecho Constitucional. Nº 10. CEPC. Madrid, 1984, p. 15.
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desplazado. Ello supone que el conflicto entre una regla y un principio es
siempre aparente, se trata más bien de un conflicto entre principios»54.

Entonces, si agotados los esfuerzos para conciliar las normas en examen 
–reglas y principios– y aun así se confirma la pugna entre ellas, es decir, una
regla positiva contraviene diametralmente un principio general del Derecho,
no queda otra opción –partiendo de que este último es presupuesto de validez
del ordenamiento jurídico y se funda en una estimación axiológica–, que
inclinarse por el principio, por ser una norma jurídica de mayor jerarquía y
valor55. El tema discutido, ahora, sería a través de qué argumentos se justifi-
caría dicho proceder; en otros términos, se afirmaría que la regla inaplicable
tiene sustento en un principio sectorial y, con ello, inferior que el principio
general aplicado, o que si bien, del método literal, se deduce determinado
sentido el mismo contradice un principio y por ello debe aplicarse otros
métodos como el histórico, sistemático o finalista que sean cónsonos con el
principio y de allí la coherencia con la solución propuesta. En fin, el asunto
no es fácil de pronosticar, lo que sí se puede advertir con nitidez es que nece-
sariamente debe privilegiarse la interpretación conforme al principio general
del Derecho, ya que ellos son el fundamento de todo el ordenamiento jurídico.

1.4.2. Integración

La doctrina siempre ha reconocido en los principios generales del Derecho su
función integradora, es decir, como mecanismo para llenar las lagunas de la
ley. Incluso, tal destino recibe una regulación expresa en el artículo 4 del Código
Civil, cuando los reglamenta como mecanismos concretos para colmar los
vacíos, es decir, «Cuando no hubiere disposición precisa en la ley…».

La actividad de integración es fundamental para el ordenamiento jurídico, y es
lo que en definitiva permite sostener su carácter hermético, ya que, si bien 

54 AGUILÓ REGLA: ob. cit. (Teoría general…), pp. 139 y 140.
55 Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit.  (Manual de Derecho Civil I…), p. 37, quien señala

que no debe incurrirse en la equívoca creencia de que las normas están por encima de
los principios generales del Derecho, siendo que estos, como su denominación lo
indica, preceden al sistema y se sobreponen a éste.
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es posible que existan lagunas en la ley, no se admite que subsistan en el Dere-
cho. Justamente, cuando una determinada situación no se encuentra regulada
a través de una regla jurídica expresa o análoga, los principios generales del
Derecho permiten cubrir el hueco legislativo y normar la conducta de una
manera conforme a sus postulados básicos y axiológicos, logrando con ello
sostener que todas las conductas relevantes para el Derecho se encuentran
regidas por medio de normas jurídicas, llámense estas reglas o principios.

Según PEREZNIETO CASTRO y LEDESMA MONDRAGÓN, «La labor de integra-
ción consiste, pues, en la complementación de la ley a través de las resolucio-
nes de los tribunales (…) los principios generales del Derecho son principios
ideales que el legislador debe tomar en cuenta al crear la ley, y constituyen
para el juez un medio para integrar la ley en el caso de omisiones o lagunas
de la misma»56.

Entonces, los principios generales del Derecho cumplen una labor fundamen-
tal a la hora de la aplicación del Derecho al servir de mecanismo de integra-
ción, ya que por su carácter general y su soporte valorativo permiten arribar
a soluciones sobre temas que, en un primer momento, no poseían una respuesta
expresa, pero que, a través de los principios y de reglas conexas que se apli-
can analógicamente, se puede colmar el aparente vacío y, en consecuencia,
regular la situación de manera conforme con el plexo normativo.

1.4.3. Unificación del sistema

Los principios generales del Derecho, por su esencia, cumplen una función
cardinal como es la de fungir de criterio orientador57; ello permite que las
diferentes reglas jurídicas que se dicten guarden coherencia y simetría, ya
que, justamente, los principios les imprimen un soporte común, así como
valores compartidos.

56 PEREZNIETO CASTRO, Leonel y LEDESMA MONDRAGÓN, Abel: Introducción al estudio
del Derecho. 2ª, HARLA. México D. F., 1992, p. 180.

57 Vid. artículo 16 de la Ley Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y las Trabajadoras:
«Las fuentes del Derecho del trabajo son las siguientes: (…) c. Las leyes laborales 
y los principios que las inspiran…».
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Comenta al respecto GARCÍA DE ENTERRÍA: «Son los principios instituciona-
les los que organizan las distintas normas reguladoras disponibles para el
régimen de la institución, los que dan a las mismas todo su sentido y alcance
y, a su vez, los que precisan, según su lógica propia, la articulación de todas
ellas, así como la solución procedente en caso de insuficiencia de una regu-
lación legal o laguna»58.

Por lo expuesto, los principios no son únicamente utilizados dentro de las acti-
vidades operativas del Derecho: interpretando su sentido o colmando los vacíos,
sino que requieren que el ordenamiento creado guarde uniformidad y esto ocu-
rre en razón que ellos son verdaderas guías para la producción del Derecho59.

1.4.4. Oxigenación

Cuando se hace referencia a la oxigenación se está queriendo destacar que los
principios generales del Derecho cumplen un rol de actualización. Así, aque-
llas normas que lucen por el transcurso del tiempo vetustas se ven refrescadas
en su interpretación a las situaciones actuales gracias a los principios que
renuevan su sentido para adecuarlos a los valores imperantes en la sociedad
contemporánea a la cual están destinados a regir.

En palabras de RODRÍGUEZ-ARIAS BUSTAMANTE, los principios generales del
Derecho son: «válvulas», es decir, «órganos respiratorios del sistema positivo
a través de los cuales penetra en el Derecho el aire oxigenado de la vida,
penetrando los elementos que lo nutren y le hacen vivir transformándolos»60.

58 GARCÍA DE ENTERRÍA: ob. cit. (Justicia y seguridad…), p. 105.
59 HOčEVAR GONZÁLEZ y RAMOS PASCUA: ob. cit. (Teoría del Derecho…), p. 155, hablan

de una función programática, la cual permite «fijar el rumbo que habrá de seguir el
orden jurídico en su desarrollo».

60 RODRÍGUEZ-ARIAS BUSTAMANTE, Lino: Ciencia y Filosofía del Derecho (Filosofía,
Derecho y Revolución). EJEA. Buenos Aires, 1961, p. 597. Según deduce GARCÍA DE

ENTERRÍA, Eduardo: «La interdicción de la arbitrariedad en la potestad reglamenta-
ria». En: Revista de Administración Pública. Nº 30. CEPC. Madrid, 1959, p. 163, la
fecundidad «es uno de los rasgos fundamentales de todo auténtico principio general»,



Reflexiones sobre los principios generales del Derecho 37

Ciertamente, los operadores jurídicos ven en los principios un mecanismo o ins-
trumento para plantear nuevas teorías que no se encontraban desarrolladas para
el momento de la creación de las reglas examinadas, pero donde por su carácter
de postulado básico aportan los insumos para un reajuste del Derecho a los
tiempos modernos. Un caso paradigmático se observa en el Derecho de Familia,
el cual, por ser altamente dinámico, constantemente se está reformulando según
las exigencias sociales61; así, el principio de igualdad influyó decisivamente en
la regulación constitucional de la unión estable de hecho y su equiparación con
el matrimonio (artículo 77); también son los principios los que han fungido de
recurso para garantizar de eficacia plena de sus efectos en ausencia de ley62.

1.5. Clasificación

Con una finalidad marcadamente didáctica y práctica63, los autores han efec-
tuado esfuerzos por organizar estos cimientos capitales y por ello han propuesto
categorizaciones o divisiones internas.

Efectivamente, algunos doctrinarios prefieren la expresión «principios del
Derecho», ponderando que existen principios que no se aplican a todos los

ello es el encerrar «virtualidades y potencialidades» de aplicación a otras situaciones
tópicas que la realidad ofrece y que el jurista debe desentrañar con carácter objetivo.

61 Cfr., TORRES-RIVERO, Arturo Luis: Derecho de Familia –parte general–. Vol. I. UCV.
Caracas, 1964, p. 43, «pues la familia no es estática, inmutable; su concepto es una
secuela de las manifestaciones de la vida humana; su constitución y su organización
están en relación a los principios imperantes en el tiempo y en el espacio».

62 Vid. VARELA CÁCERES, Edison Lucio: «Una lección. La unión estable de hecho
(comentario a la sentencia Nº RC.000326, de la Sala de Casación Civil del Tribunal
Supremo de Justicia)». En: Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia. Nº 1.
Caracas, 2013, pp. 337 y ss.

63 VON IHERING, Rodolf: «Teoría de la técnica jurídica». En: El ámbito de lo jurídico.
Lecturas de pensamiento jurídico contemporáneo. Editorial Crítica. P. CASANOVAS y
J. J. MORESO, editores. Barcelona, 1994, pp. 66 y 67, recuerda: «La clasificación sis-
temática de una ciencia es algo más que la simple distribución local de la materia (…)
La clasificación sistemática contiene, además, información acerca de lo que es cada
objeto o concepto, y de su relación con el conjunto de la ciencia, esto es, el árbol
genealógico de los conceptos (…) La importancia de la correcta clasificación de una
institución equivale a su auténtico conocimiento material y explicación».

H
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segmentos que componen lo jurídico, distinguiendo entre los principios
«generales» y los principios que operan en determinada rama o institución64.

En realidad, existe una relación directa entre principios generales del Derecho
y principios de una determinada área, institución o figura. Dicha vinculación
es de género a especie, estableciéndose una jerárquica, en el sentido que los
principios específicos poseen soporte en principios más generales65. Este
fenómeno lo explica de pasada IHERING:

En cualquier campo del conocimiento, el intelecto humano aprende antes
las manifestaciones concretas que las abstractas. Es por ello que en Dere-
cho se desarrollaron muchos más rápido los principios concretos, es decir,
las disposiciones que rigen casos individuales, que los abstractos. Antes
de ser reconocidas y formuladas por la legislación o la ciencia en su forma
verdadera, las nociones abstractas han tenido que atravesar en muchos
casos diversos estadios previos66.

Es el caso, por ejemplo, de las instituciones familiares, donde para llegar al prin-
cipio de unidad en la filiación –que es derivación de un principio más general de
la igualdad– se comenzó con reconocer equiparaciones parciales de algunos efec-
tos de la filiación o formas de determinarla, hasta la concreción hoy de la equi-
paración ampliamente difundida y reconocida incluso a nivel constitucional67.

64 En palabras de REALE: ob. cit. (Introducción al Derecho), p. 140, «No todos los prin-
cipios generales tienen la misma amplitud».

65 REALE: ob. cit. (Introducción al Derecho), p. 147, explica esta graduación con los
siguientes términos: «los principios generales del Derecho comunes a todos los orde-
namientos jurídicos se originan de las constantes axiológicas (…) de estos principios
se derivan otros, no por mera inferencia, sino en virtud de exigencias de orden práctico
a medida que la ciencia jurídica va recortando de la realidad social e histórica distintas
esferas de comportamiento y a las que les corresponde distintos sistemas de normas».
UZCÁTEGUI URDANETA, Mariano: Principios generales del Derecho. ULA. Mérida,
2003, p. 561, comenta: «Dentro de los principios generales del Derecho hay cierta
graduación o jerarquía; hay unos principios más generales que otros».

66 VON IHERING: art. cit. («Teoría de la técnica…»), p. 71.
67 Vid. VARELA CÁCERES, Edison Lucio: «El principio de unidad de filiación». En: Revista

Venezolana de Legislación y Jurisprudencia. Nº 2. Caracas, 2013, pp. 178 y ss.
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1.5.1. Principios generales

Afirma REALE: «Los principios generales del Derecho son conceptos básicos
que presentan diversas gradaciones y diversas extensión, pues los hay que
cubren todo el campo de la experiencia jurídica universal, mientras que otros
se refieren a los ordenamientos jurídicos pertenecientes a una misma ‘familia
cultural’, y otros son propios y específicos del Derecho patrio»68.

Aclarado lo anterior, LÓPEZ DE LA VIEJA señala como algunos de los princi-
pios generales del Derecho a la «autonomía, justicia y tolerancia»69; ALEXY,
«dignidad humana, libertad, igualdad, democracia, Estado de Derecho y Esta-
do Social»70. VIGO, bajo la influencia de DWORKIN, expresa: «Hemos sostenido
que esos derechos humanos son ‘principios jurídicos en sentido estricto’ 
o ‘principios generales del Derecho’»71. Por su parte, REALE menciona los
siguientes: intangibilidad de los valores de la persona humana, autonomía 
de la voluntad, buena fe, prohibición de enriquecimiento ilícito, equilibrio de
los contratos, función social de la propiedad, económica de las formas y de los
actos en el proceso72.

Obviamente, existe siempre el riesgo de toda enumeración, es decir, que se
omitan o se señalen postulados que no debieran incluirse, así podrían aña-
dirse a las anteriores la seguridad jurídica, progresividad e irretroactividad. 
Se considera, en todo caso, que se debe diferenciar entre principios generales
del Derecho y los derechos humanos, entre tanto que «equilibrio de los con-
tratos, función social de la propiedad» representan claramente principios
sectoriales del Derecho Civil patrimonial.

68 REALE: ob. cit. (Introducción al Derecho), p. 149.
69 LÓPEZ DE LA VIEJA: ob. cit. (Principios morales…), p. 19.
70 Citado en VIGO: art. cit. («Una teoría distintiva…»), p. 103.
71 Ibíd., p. 152.
72 REALE: ob. cit. (Introducción al Derecho), p. 140. En Venezuela, la prohibición de

enriquecimiento sin causa cuenta con regulación expresa en el artículo 1184 del Códi-
go Civil. Lo mismo vale decir del principio relativo a la reparación del daño causado
(artículo 1185 eiusdem).
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Para simplificar el asunto, se considera prudente seguir la ordenación que
confecciona ARCE Y FLÓREZ-VALDÉS, siendo entones los principios capitales:
la dignidad de la persona, libertad e igualdad73, añadiendo la buena fe74. La
anterior enumeración, al margen que a su vez configuren reglas jurídicas con-
cretas, ofrece una recopilación de los principios universales y, a su vez, revela
una jerarquía interna, siendo el principio más superior, en la cultura jurídica
actualmente imperante, el de la dignidad humana.

1.5.1.1. Principio general de la dignidad humana
Un primer obstáculo que poseen en común los diversos principios generales del
Derecho es su delimitación conceptual75, ello en razón que, por su naturaleza,
son postulados abstractos que hacen referencia a todo el ordenamiento jurídico,
estableciendo normas de conductas obligatorias, los cuales, al estar influencia-
dos por elementos axiológicos, originan que a veces se visualicen de forma
amalgamada con los valores jurídicos, aunque sean figuras delimitables.

73 Citado en RUÍZ MIGUEL: ob. cit. («Recensiones…»), p. 339.
74 Cfr., GONZÁLEZ PÉREZ: ob. cit. (El principio general…), p. 43, «El de buena fe consti-

tuye uno de los principios generales del Derecho»; LASARTE ÁLVAREZ, Carlos: «La pro-
tección del consumidor como principio general del Derecho». En: Nuevos derechos
fundamentales en el ámbito del Derecho privado. Consejo General del Poder Judicial.
Antonio MONSERRAT QUINTANA, director. Madrid, 2007, pp. 91 y 92, «la buena fe, es
simultáneamente un principio general del Derecho, hoy legalmente formulado. Por
consiguiente, la buena fe no puede ser extraña a la propia conformación de los usos
normativos y de los mandatos legales». Comenta DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María Cande-
laria: Curso de Derecho Civil III Obligaciones. Editorial RVLJ. Caracas, 2017, pp. 44
y ss. que entre los deberes del acreedor derivados del plan obligacional se ubican los
originados de las exigencias de la buena fe; lo cual se observa en materia de indexa-
ción, intereses, teoría de la imprevisión, responsabilidad, entre otros (ibíd., pp. 135,
138, 147, 187, 231 y 279). Véase LUPINI BIANCHI, Luciano: Estudios de Derecho Pri-
vado. Academia de Ciencias Políticas y Sociales. Caracas, 2010, pp. 332 y ss. quien al
referirse a la teoría de la imprevisión señala al principio de la buena fe como el argu-
mento más contundente para su justificación.

75 DE MIGUEL BERIAIN, Iñigo: «Consideraciones sobre el concepto de dignidad humana».
En: Anuario de Filosofía de Derecho. Madrid, 2004, p. 188, recuerda «el concepto de
dignidad es, en sí mismo, muy difícil de concretar».
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Justamente, la dignidad es simultáneamente descrita como un valor esencial del
ordenamiento jurídico76 y también como un principio general del Derecho. Para
ORTIZ-ORTIZ, la dignidad humana es un «principio ético supremo del ordena-
miento jurídico», es «un hilo conductor hacia el cual tiendan los valores, los
fines y los entes sobre los cuales reposan»77. Por su parte, GONZÁLEZ PÉREZ

señala: «la dignidad de la persona en la jurisprudencia no parece ofrecer duda
que constituye uno de los principios generales del ordenamiento jurídico»78.

Es menester fijar como primer aserto que la dignidad humana representa un
principio general del Derecho y con ello su carácter normativo. Ahora bien,
corresponde abonar en su precisión como concepto, comenzando como es
obvio, por puntualizar que es la dignidad:

La dignidad humana es lo que el hombre «es». En otros términos, lo que el
individuo vale como ser humano y lo que posee intrínsecamente, que no pue-
de desconocerse sin negar su naturaleza. DE MIGUEL BERIAIN explica esta per-
cepción con nitidez, así después de aclarar que el hombre puede valer por lo
que él piensa sobre sí mismo, o por lo que él hace, dice o le sucede, también
vale por lo que «es» ontológicamente y ellos es fundamental, por cuanto los
dos primeros enfoques son contingentes, en otras palabras: variable; pero el
último sentido es inmutable, originando que «Nadie puede ser más valioso
esencialmente que otro hombre por la sencilla razón de que su valor como ser
se basa, precisamente, en el hecho de ser persona, y nadie puede ser más 
o menos persona que otros»79.

76 FERNÁNDEZ SEGADO, Francisco: «La dignidad de la persona como valor supremo del
ordenamiento jurídico». En: Revista Tachirense de Derecho. N° 7. Universidad Católica
del Táchira. San Cristóbal, 1995, p. 5, «La dignidad de la persona humana es considera-
da como un núcleo axiológico constitucional y por lo tanto un valor jurídico supremo».

77 ORTIZ-ORTIZ: ob. cit. (Introducción a la teoría…), p. 242.
78 GONZÁLEZ PÉREZ: art. cit. («La dignidad de la persona…»), p. 136.
79 DE MIGUEL BERIAIN: art. cit. («Consideraciones sobre el concepto…»), p. 196. Vid.

DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María Candelaria: «Aproximación al estudio de los derechos de
la personalidad». En: Revista de Derecho. Nº 7. TSJ. Caracas, 2002, p. 56, donde cita
a ANDORNO, quien refiere sobre la noción «ontológica» y «ética» de dignidad; así, en
el primer sentido –ontológico– todo hombre, es un ser digno; en su sentido ético la
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En tal sentido, la idea de la dignidad humana como principio general del
Derecho se relaciona con el sentido ontológico descrito, y lo que se tutela a
través del principio en comentario es el valor de la persona por el simple
hecho de ser persona, lo cual es común a todo individuo y debe ponderarse en
todas las conductas reguladas a través del ordenamiento jurídico, sin que se
permitan distinciones en el alcance ontológico de la dignidad.

Por lo dicho, la dignidad humana se ha consolidado como el fundamento
básico del ordenamiento jurídico, cualquier conducta que se regule debe ser
cónsona con la dignidad, ya que el Derecho tiene como razón de ser el respeto
del individuo como categoría y también de su expresión colectiva –lo que ha
sido denominado por algún sector como «comunitarismo»80–.

Así pues, la dignidad es el crisol por el cual se deben filtrar todas las relacio-
nes jurídicas y persigue que las conductas se adecuen al respecto irrestricto
del hombre como fin en sí mismo del ordenamiento jurídico81, siendo el

dignidad, contrariamente, supone el fruto de una vida conforme al bien y entonces no
será poseída por todos de la misma manera.

80 BELTRÁN HEREDIA en «Prólogo» al libro de RODRÍGUEZ-ARIAS BUSTAMANTE, Lino: La
tutela. Bosch. Barcelona, 1954, p. 11, «Dicha concepción comunitaria, se basa en los
dos grandes principios constructivos que se reflejan en toda clase de normas jurídicas,
como son la comunidad y la personalidad, que no se contraponen, ni se eliden recípro-
camente, sino que se armonizan de un modo perfecto. Ambos, son completamente
necesarios si se quiere huir de una concepción individualista basada en el absolutismo
de la personalidad, al modo como hizo la doctrina del liberalismo; y de una valoración
estrictamente comunitaria, fundamentada en la omnipotencia de lo social, que eviden-
temente conduciría a una concepción socialista o incluso comunista, del Derecho. El
individuo, según ello, no actúa, sino en cuanto miembro de la comunidad, y ésta no
puede nunca olvidar que está compuesta de individuos», entonces, según RODRÍGUEZ-
ARIAS BUSTAMANTE, Lino et alter: «Comunitarismo: alternativa ideológica para Amé-
rica Latina». En: Anuario de la Facultad de Derecho. Nº 11. ULA. Mérida, 1980, 
p. 76, «Esta concepción ideológica reacciona por igual contra el individualismo y el
colectivismo. Porque el hombre nace en sociedad y vive dentro las comunidades
sociales; pero no deja de ser por ello hombre».

81 ORTIZ-ORTIZ: ob. cit. (Introducción a la teoría…), p. 238, parafraseando a KANT,
señala: «el hombre, en cuanto sujeto de la moralidad, es un bien absoluto, un fin en sí
mismo, que, por tanto, no puede ser tratado solo como medio, sino siempre al mismo
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Derecho un medio para alcanzar dicho objetivo. Entonces, como indica DE

MIGUEL BERIAIN, «el hombre es digno por su propia naturaleza, lo cual implica
la unión indisoluble entre dos conceptos, persona y dignidad»82.

Por otra parte, unas de las particularidades de la dignidad es que no tiene
sentido su exigibilidad aislada, es decir, de manera autónoma. En otras pala-
bras, cada vez que se observe que una conducta lesiona o pone en peligro un
derecho fundamental se estará también al frente de un menoscabo de la dig-
nidad, ya que tales facultades esenciales tienen evidentemente un soporte en
la dignidad humana.

Así, por ejemplo, cuando se atenta contra el derecho a vivir no solo se restrin-
ge la posibilidad de continuar con la existencia terrenal que posee el indivi-
duo en cuestión, sino que, además, se relaja al grado mínimo la expresión del
ser humano al considerarlo un objeto del cual se puede disponer o destruir y
ello claramente se relaciona con la dignidad humana, porque justamente niega
la misma.

En palabras ilustrativas, «cuando miramos hacia un objeto colocado delante de
una fuente luminosa lo que vemos es solo la forma, los detalles de su conteni-
do desaparecen para mostrarnos sin fractura alguna su contorno: su figura»83.
Entonces, la dignidad humana es esa fuente de luz que nos permite visualizar
la «silueta», pero que no se puede precisar en todo su esplendor sino única-
mente en el perímetro, ya que para adentrarnos a sus contornos concretos
debemos examinar el derecho fundamental en peligro o lesionado. Por lo
dicho, LUTHER ha indicado: «no puede tratarse de un derecho subjetivo accio-
nable, sino (…) de un criterio interpretativo que dirige la interpretación de los
derechos fundamentales que se derivan del mismo»84.

tiempo como fin en sí mismo, y esto constituye un límite, una limitación o determi-
nación de lo que puede ser el Derecho».

82 DE MIGUEL BERIAIN: art. cit. («Consideraciones sobre el concepto…»), p. 191.
83 GARCÍA GARRIDO, Juan Carlos: El irrenunciable valor de la dignidad humana. Uni-

versidad Carlos III de Madrid. Madrid, 2013, p. 8.
84 LUTHER, Jörg: «Razonabilidad y dignidad humana». En: Revista de Derecho Consti-

tucional Europeo. N° 7. Granada, 2007, p. 307.
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Pues bien, con esta posición se gana al resaltar que, si bien no existen dere-
chos fundamentales absolutos y por ello todos están sometidos en alguna
medida a restricciones razonables y equilibradas, el principio del respeto a la
dignidad humana que acompaña a todos los derechos sirve para ponderar
esos límites y precisar así sus confines.

Ciertamente, uno de los aspectos donde este principio ha obtenido mayor
relieve es en el tema de los derechos humanos; por ello, se ha sostenido que
en «todos y cada uno de los derechos fundamentales se proyecta la digni-
dad»85. Por tanto, si los derechos fundamentales son una categoría represen-
tada por las facultades inherentes al ser humano que simboliza un mínimo de
garantías que el Estado debe tutelar para ser un verdadero Estado de Derecho,
es claro que la dignidad se vincula a tal concepción, por ser igualmente una
noción ontológica que corresponde al hombre, lo cual reclama ponderación
al momento de analizar los referidos derechos. Por ello, el «reconocimiento y
una eficaz tutela de estos derechos fundamentales constituye elemental
garantía de la dignidad de la persona»86.

Igualmente, la dignidad permite precisar líneas interpretativas sobre los lími-
tes de dichos derechos, restricciones que en ningún supuesto puede mancillar
la dignidad humana. Entonces, si bien es cierto que los derechos fundamen-
tales no son absolutos, también se debe estar consciente de que las restriccio-
nes objetivas y racionales que se fijen no pueden implicar una vulneración
del principio de la dignidad humana, ya que en dicho supuesto se estaría dando
al traste con el fin del ordenamiento jurídico que es el ser humano, en los
términos antes expuestos. En síntesis, las limitaciones que excepcionalmente
se pudieran establecer deberán ser objetivas, razonables y además coherentes
con la dignidad humana y los restantes principios generales del Derecho.

Concretamente, la doctrina ha destacado que la dignidad tiene una particular
proyección en derechos a la integridad personal, libertad, igualdad, honor,
intimidad, expresión, entre otros, así la propia Constitución de la República

85 GONZÁLEZ PÉREZ: art. cit. («La dignidad de la persona…»), p. 142.
86 Ibíd., p. 143.
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Bolivariana de Venezuela la dignidad menciona expresamente, cuando regula
alguna de las anteriores facultades, ello, claro está, con la intención de poner
énfasis en que, justamente en los referidos derechos, es donde se observan
mayores amenazas o vulneraciones.

En este contexto, en materia de libertad personal debe garantizarse que el
individuo privado de su libertad no vea restringidos otros derechos como el
de la integridad, ya que esto lesionaría su dignidad (artículo 46 N° 2 de la
Constitución). También, establece la Constitución que en materia de allana-
miento, el mismo se ejecute siempre bajo el estricto respeto de la dignidad
humana (artículo 47). En el caso de los cuerpos de seguridad ciudadana, ellos
deberán tener en su actividad especial respeto por la dignidad humana (artícu-
los 55 y 332). La dignidad humana también debe ser ponderada concretamente
en materia de políticas públicas dirigidas a la atención integral de los ancianos,
personas con discapacidades o en la fijación del salario de los trabajadores
(artículos 80, 81 y 91).

Como se observa, aquí el constituyente lo que hizo al momento de redactar el
texto supremo fue tomar en cuenta aquellas situaciones en que en el pasado
se observaron violaciones a los derechos humanos, con claro irrespeto a la dig-
nidad humana, e incorporar este último elemento de forma expresa para recor-
dar que todas esas conductas deben desplegarse de acuerdo con el referido
principio general del Derecho.

Queda claro que este principio general del Derecho cumple un papel cardinal
en el ordenamiento al ser un elemento de ponderación de los derechos funda-
mentales, o, como señala GONZÁLEZ PÉREZ, la dignidad de la persona representa
un límite a los derechos fundamentales, tal y como se observa con la libertad
de expresión y los derechos a reunión y manifestación87. Pero, además, influye
en todo el ordenamiento jurídico al demandar que cualquier conducta que se eje-
cute se haga siempre conforme a la dignidad, ello implica que afecta la interpre-
tación de los demás principios y las reglas jurídicas, así como el ejercicio de los

87 GONZÁLEZ PÉREZ: art. cit. («La dignidad de la persona…»), p. 137.
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derechos y el cumplimiento de los deberes. Lo expuesto no hace otra cosa que
reiterar el carácter superior de este postulado. En todo caso, se recuerda que,
como todo principio general del Derecho, la dignidad humana tiene como fun-
ción facilitar la interpretación, integración y, además, ser elemento de unifica-
ción y oxigenación del ordenamiento jurídico.

1.5.1.2. Principio general de la libertad
El ser humano, por naturaleza, está dotado de libre albedrío, pero su carácter
social exige normar su conducta para establecer límites racionales que le permi-
tan la convivencia armónica con los restantes integrantes de la sociedad. De allí
que uno de los principios más consustanciales al individuo sea el de la libertad,
en otras palabras, la facultad de expresarse en el conglomerado, bajo la mirilla
del ordenamiento jurídico, según las propias apetencias, deseos o convicciones.

Este principio que además representa un derecho fundamental, se ejerce
según la dignidad del ser humano y siempre limitado por el orden público, las
buenas costumbres y la ley. Pues bien, según el principio general a la libertad,
se disfruta de la posibilidad de ejecutar lícitamente diversas conductas que
son autodeterminadas, sin más restricciones que no originar a través de las
mismas un daño ilegitimo a terceros.

DOMÍNGUEZ GUILLÉN apunta: «Este derecho es una consecuencia de la propia
condición de persona que todo hombre tiene, y debe entenderse como el dere-
cho a actuar libre y responsablemente, sin otros límites que los impuestos por
la moral y el orden público. La libertad consiste en el poder que se reconoce
a la persona de hacer lo que le plazca y viene a reducirse a la facultad de con-
ducirse con arreglo a su propia determinación»88.

La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela es clara al acentuar
en su articulado el deseo de tutelar el derecho a la libertad del ser humano en
su máxima expresión:

88 DOMÍNGUEZ GUILLÉN: art. cit. («Aproximación al estudio…»), p. 188.
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Artículo 20.- Toda persona tiene derecho al libre desenvolvimiento de su
personalidad, sin más limitaciones que las que derivan del derecho de las
demás y del orden público y social89.

Este principio posee diversos desahogos que la Carta Magna ha sistematizado
en varios contenidos; así, se habla de libertad personal (artículo 44), de
tránsito (artículo 50), de expresión (artículo 57), religiosa (artículo 59) y de
conciencia (artículo 61)90. Pudiéndose añadir otras especificaciones según las
necesidades sociales, por cuanto la indicación es meramente enunciativa
(artículo 22 de la Constitución); verbi gratia: hoy en día se habla del respeto
a la libertad de preferencia sexual u orientación sexual.

Por otra parte, del principio general de la libertad se deducen unos principios
sectoriales, como, por ejemplo, el principio de legalidad y el principio de
autonomía de la voluntad. La existencia de los anteriores postulados es indis-
cutible, y su aplicación es necesaria y claramente justificada si se parte que el
primero –legalidad– opera fundamentalmente en el área del Derecho público;
por su parte, el de la autonomía de la voluntad rige primordialmente en mate-
rias de Derecho privado. Pero, como se apuntó, ambos principios sectoriales
tiene su génesis en la libertad como principio general.

1.5.1.3. Principio general de la buena fe
Para precisar que se entiende por el principio de bona fides, se requiere reflexio-
nar sobre la «buena fe», para así caer en cuenta sobre los límites conceptuales
que impone la frase a definir.

La «buena fe» se compone de lo que es rectitud y honradez, por una parte y, por
otra, la fidelidad, confianza o lealtad, implicando un comportamiento leal 

89 Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María Candelaria: «Alcance del artículo 20 de la Constitu-
ción de la República Bolivariana de Venezuela (libre desenvolvimiento de la persona-
lidad)». En: Revista de Derecho. N° 13. TSJ. Caracas, 2004, pp. 13-40.

90 Vid. Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, artículos 28,
35, 37, 39, 67 y en especial el 63 referente al derecho al descanso, recreación esparci-
miento, deporte y juego.
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y por ello benigno91. Entonces, «La buena fe incorpora el valor ético de la con-
fianza», «una conducta normal, recta y honesta, la conducta de un hombre
corriente, de un hombre medio. Se mide en la relación concreta en la que opera»92.

Como indica RONDÓN DE SANSÓ, «La buena fe es un concepto jurídico inde-
terminado que, en su sentido semántico, alude a la conciencia, convicción 
o intención de no perjudicar a otro o de no violar la ley (…) pero subjetivizado,
alude a la correcta actuación del hombre medio y común de una sociedad,
esto es, a la conducta del ‘buen padre de familia’ (…) La buena fe como prin-
cipio jurídico, configura una exigencia de lealtad…»93.

Con base en lo dicho, se puede sostener que el principio general de la buena
fe implica restringir la conducta para que el sujeto se comporte, en toda relación

91 Vid. DELGADO GIMÉNEZ, María Auxiliadora: Los vicios ocultos en la compraventa.
Tradición jurídica romana y Derecho actual. UCV. Tesis doctoral. Tutor Enrique
LAGRANGE. Caracas, 2011, pp. 43 y ss., monografía en el cual la autora desarrolla las
fuentes de la buena fe en el Derecho romano.

92 GONZÁLEZ PÉREZ: ob. cit. (El principio general…), p. 41. Vid. TSJ/SPA, sent. N° 0087,
del 11-02-04, que siguiendo a GONZÁLEZ PÉREZ, señala: «La buena fe, significa con-
fianza, seguridad y honorabilidad, se refiere a que una de las partes se entrega confia-
damente a la conducta leal de otra en el comportamiento de sus obligaciones, fiado en
que ésta no lo engañará. La buena fe significa que el hombre cree y confía que una
declaración de voluntad surtirá en un caso concreto sus efectos usuales, los mismos
efectos que ordinaria y normalmente ha producido en casos análogos». JARAMILLO E.,
Lina: «Reseña: ¿Acerca de la buena fe? El cumplimiento del deber de buena fe en los
préstamos comerciales. Mark Snyderman». En: Revista de Derecho Privado. N° 7.
Temis-Universidad de los Andes. Bogotá, 1990, p. 122, señala en su recensión que la
buena fe «se relaciona con un comportamiento que sea honesto, equitativo y razonable»,
es decir, con «ausencia de deshonestidad, trampas, fraudes, o propósitos indebidos».

93 RONDÓN DE SANSÓ, Hildegard: «El principio de confianza legítima en el Derecho
venezolano». En: El Derecho venezolano a finales del siglo XX (XV Congreso Interna-
cional de Derecho Comparado). Academia de Ciencias Políticas y Sociales. Caracas,
1998, p. 315. Comenta BETTI, Emilio: Teoría general de las obligaciones. Tomo I.
Editorial Revista de Derecho Privado. Madrid, 1969, p. 70, «Cuando la ley, en todas
estas situaciones, habla de buena fe, se refiere a un concepto y a un criterio valorativo
que no está forjado por el Derecho, sino que el Derecho lo asume y recibe de la con-
ciencia social, de la conciencia ética de la sociedad, para la que está llamado a valer».
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jurídica, bajo un proceder leal según lo que se espera de cualquier individuo
que se encuentre en similar posición. Lo expuesto envuelve que se lacera este
principio cuando la persona no actúa según lo que se aguardaría del hombre
normal, causando con su acción u omisión una ilegalidad al quedar defraudada
la lealtad que los demás han depositado o esperado de él.

Como principio general nutre todo el ordenamiento jurídico, de allí que todo
individuo, independiente de la posición que ocupe dentro de la relación jurí-
dica, debe desplegar una conducta apegada a la bona fides, y cuando se aleja
de la misma sencillamente está violando la norma jurídica que se expresa 
a través del referido principio, originando que el perjudicado pueda intentar
una pretensión en su contra apoyada en el deber de buena fe.

En síntesis, el principio general de la buena fe es un postulado abstracto que
ordena que todas las conductas se adecuen al comportamiento leal que se
espera del hombre medio, y el sujeto concreto lo vulnera cuando su accionar
no se ajusta a dicha expectativa.

El principio general de la buena fe no se restringe al Derecho Civil, Administra-
tivo o Procesal como pudiera pensarse en atención a su mención reiterada en
dichas disciplinas jurídicas. La verdad del asunto es que, al ser un principio
«general», su área de influencia es todo el Derecho o, en otros términos, todas
las relaciones jurídicas caen dentro del perímetro de aplicación del principio de
la buena fe, indiferentemente sí se posee una posición activa o pasiva94.

94 Comenta de pasada RAVETLLAT BALLESTÉ, Isaac: «Responsabilidad negocial de los
actos realizados por menores de edad no emancipados. Análisis doctrinal y jurispru-
dencial». En: Revista Crítica de Derecho Inmobiliario. Nº 737. Madrid, 2013, 
p. 1993, «La bona fides, como principio general del Derecho, informa e integra todo
el ordenamiento jurídico y simultáneamente se manifiesta como norma de conducta
general que tiene un ámbito de aplicación sumamente amplio. En el Derecho de Obli-
gaciones la buena fe se proyecta en forma concreta sobre cada uno de los afectados
por la relación jurídica».
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De acuerdo con lo expuesto, deben satisfacer la exigencia de buena fe tanto
el comprador como el vendedor, el administrado como la Administración95,
las partes como el juzgador, el trabajador como el empleador; en fin, cual-
quier sujeto de derecho debe guiar su conducta según el mandato de la buena
fe. Por ello se ha indicado: «La buena fe como principio general constituye
una regla de conducta a que han de ajustarse todas las personas en sus res-
pectivas relaciones»96.

Según lo anterior, resulta oportuno resaltar, grosso modo, algunos instrumen-
tos jurídicos que han «positivizado» el mencionado principio:

Así pues, el Código Civil, resuena como el texto que fija el compás para
dibujar los contornos del principio general de la buena fe. Ello en razón que
por su naturaleza es un texto legislativo que influye sobre todo el ordena-
miento jurídico, salvo que existan disposiciones especiales. Lo indicado por
representar el Derecho común97. Ciertamente, además de fijar los preceptos
básicos de la aplicación del principio, el Código lo menciona expresamente
en diversas instituciones donde se quiere acentuar su indispensable aplicación
para que se alcance el cometido prefijado por el legislador.

En tal sentido, el artículo 789 del Código Civil, si bien se ubica en las normas
sobre la posesión, establece: «La buena fe se presume siempre; y quien ale-
gue la mala, deberá probarla»98. Esta disposición se extiende inalterablemen-
te para todas las conductas que sean juzgadas bajo el foco del principio de la
buena fe. Igualmente, el artículo 1160 eiusdem, apunta: «Los contratos deben
ejecutarse de buena fe…», lo cual en realidad no se restringe únicamente 

95 Vid. TSJ/SPA, sent. N° 0087, citada supra, «… este principio es aplicable a todas las
relaciones jurídico-administrativas, limitando el comportamiento de los sujetos que
forman parte de ella, esto es, tanto para la Administración como para el administrado,
quien debe actuar dentro de los límites de sus derechos y libertades».

96 GONZÁLEZ PÉREZ: ob. cit. (El principio general…), p. 21.
97 Vid. OTÁROLA ESPINOZA, Yasna: «La función supletoria de las normas de Derecho

Civil». En: Revista Chilena de Derecho y Ciencia Política. Nº 2. Universidad Católica
de Temuco. Temuco, 2012, pp. 89 y ss.

98 Cfr. artículo 898 del Código de Procedimiento Civil.



Reflexiones sobre los principios generales del Derecho 51

a dicha forma de generar obligaciones, sino que cualquier acción u omisión
que despliegue un sujeto de derecho debe nacer, desarrollarse y extinguirse
según los dictados del principio de la buena fe99. De allí que, acertadamente, la
doctrina considera la buena fe como principio rector en materia de contratos100.

El Código Civil regula expresamente algunos supuestos donde la buena fe
debe estar presente para consolidar determinado derecho, como, por ejemplo:
disfrutar de específicos efectos en el matrimonio declarado nulo (artículos
127 y 1450); gozar de la condición de poseedor de buena fe y con ello poder
adquirir por prescripción decenal (artículo 1979), en el caso del deudor para
tener acceso al beneficio de cesión de bienes (artículo 1936). También la
buena fe permite exigir el respeto de derechos constituidos referidos a actos
de adquisición (artículos 170, 559, 1001, 1707 y 1710), frutos adquiridos
(artículos 437, 444 y 790) o el pago de una deuda (artículos 1179, 1285 y
1287). Es capital en materia de cumplimiento de contratos101, de allí que se
toma en cuenta, en lo referido a la determinación del error de hecho sobre el
objeto (artículo 1148) y para precisar determinadas indemnizaciones (artículos
1139 y 1512)102. En materia de abuso de derecho coadyuva a fijar si el sujeto

99 Vid. el Código Civil español (reformado en 1974) que como principio fundamental
establece en su Título Preliminar artículo 7.1 «Los derechos deberán ejercitarse con-
forme a las exigencias de la buena fe»; véase también la Ley 29/2002, de 30 de
diciembre, primera Ley del Código Civil de Cataluña artículo 111-7, dispone: «En las
relaciones jurídicas privadas deben observarse siempre las exigencias de la buena fe
y de la honradez en los tratos». Esta última disposición es explicada en la Exposición
de motivos donde se indica: «El artículo 111-7 incorpora una norma sobre la buena fe
porque en la tradición del Derecho catalán, en la línea del Derecho continental europeo
del que forma parte, es un principio que tiene carácter general y que, por lo tanto, no
puede limitarse al ámbito contractual». Por su parte, la Constitución de Colombia regula
expresamente el principio de buena fe en el artículo 83, vid. Compilación de constitu-
ciones políticas. Tomo I. FUNEDA. Caracas, 1999, pp. 429 y ss.

100 Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Curso de Derecho Civil III…), p. 546.
101 Por ejemplo, URDANETA FONTIVEROS, Enrique: Régimen jurídico de la exceptio non

adimpleti contractus. Academia de Ciencias Políticas y Sociales. Caracas, 2013, p. 21,
señala que la referida excepción, para algunos autores, «es una consecuencia del prin-
cipio de la buena fe que las parte deben desarrollar en la ejecución de todo contrato».

102 Vid. URDANETA FONTIVEROS, Enrique: «El deber del acreedor perjudicado de evitar 
o mitigar el daño». En: Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia. Nº 6



El Registro del Estado Civil52

se ha excedido en el ejercicio de su facultad y, en consecuencia, determinar si
su conducta se ubica en lo lícito o no (artículo 1185)103.

En materia de Registro del Estado Civil, muchos hechos y actos son inscritos
con claro fundamento en el principio de la buena fe, así, por ejemplo, el reco-
nocimiento de la filiación o la inscripción de una unión estable de hecho por
manifestación de la pareja son claras muestras de figuras que poseen un
soporte en el comportamiento leal que se espera de los declarantes. Cierta-
mente, en estos casos, el legislador considera que la declaración efectuada se
corresponde con la realidad y que las partes han actuado con lealtad con el
funcionario y de allí que le otorgue pleno valor jurídico a dichas afirmaciones.

En otros términos, en los supuestos examinados, no es con el reconocimiento
o la manifestación de la unión que se crean o constituyen los derechos sustan-
tivos, la filiación surgen con la concepción y el nacimiento vivo del hijo y la
unión cuando la pareja forma en los hechos un hogar estable, las declaracio-
nes ante el Registro del Estado Civil, lo que realmente consiguen es constituir
un título para facilitar la demostración de la condición de padre e hijo o de
pareja en la unión estable de hecho, lo cual en definitiva se debe tener como
verídico hasta prueba en contrario, todo según postula la buena fe.

Este principio tiene cabida de igual forma en el Derecho Administrativo, así
la Ley Orgánica de la Administración Pública104 lo regula como un precepto
cardinal que rige su actividad (artículo 10). Por su parte, la Ley de Simplifi-
cación de Trámites Administrativos105 que le corresponde fijar las reglas
generales mediante las cuales se racionalizan y se optimizan las relaciones
entre administrado y Administración lo desarrolla ampliamente.

(homenaje a la memoria de Arturo Luis TORRES-RIVERO). Caracas, 2015, pp. 362 y
ss., donde destaca que la buena fe es un fundamento del referido deber de mitigación.

103 Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN y VARELA CÁCERES: art. cit. («El abuso de derecho…»), 
pp. 534 y ss.

104 Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 6147 extraordinario, del
17-11-14.

105 Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 40549, del 26-11-14.
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Concretamente, lo menciona como principio informador en el artículo 5 y
señala su impacto en el artículo 16, al precisar: «… La solicitud, el aporte,
recepción y análisis de la información requerida al solicitante deberá efec-
tuarse en estricto cumplimiento del principio de buena fe». A su vez, dedica
un capítulo completo a reglar las diversas aplicaciones concretas del principio
en la esfera administrativa.

En ese sentido, la Ley de Simplificación de Trámites Administrativos deter-
mina la existencia de una presunción de buena fe, en términos similares a lo
que establece el Código Civil, precisando en su artículo 24: «… se tomará
como cierta la declaración de las personas interesadas, salvo prueba en con-
trario», ratificándolo en el artículo 26, «… se presume cierta la información
declarada o proporcionada por la persona interesada».

Añade el artículo 24 eiusdem, que para consolidar este principio se requiere
que se consignen solamente los documentos necesarios para «lograr el obje-
tivo» propuesto con el trámite –los cuales estarán expresamente señalados
por la ley, inventariados, publicados y difundidos (artículos 25, 31 y 38)–, de
allí que cualquier otro «instrumento probatorio o de verificación» que se
requiera como indispensable para efectos de control y seguimiento, se solici-
tará por vía de control posterior, es decir, para después del «resultado de la
tramitación» y solo recaerá sobre hechos controvertidos (artículo 26).

En consecuencia, los documentos privados sustituyen a los públicos si lo que
se acredita a través de los mismos no se encuentra controvertido, salvo que lo
requiera expresamente la ley, ya que el principio de la buena fe reclama que
se tenga como cierto lo atestiguado por dichos instrumentos. Igual situación
ocurre con las copias simples que remplazan al original o a las copias certifi-
cadas, la excepción aquí estaría en que el documento se encuentre deteriorado
y no permita extraer su contenido o que la ley expresamente exija la presen-
tación del original o copia certificada (artículo 27). En el mismo orden, se
podrá suprimir la consignación de documentos que acredite cualquier hecho
relevante con declaraciones juradas efectuadas directamente por los solicitan-
tes o apoderados (artículo 31). Entonces, las afirmaciones que se sustentan en
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documentos privados, copias simples o declaraciones juradas deben ser inter-
pretadas por la Administración como verdaderas, salvo que se encuentre con-
trovertidas106, en atención a la buena fe que instituye que el ciudadano actúa
siempre según un comportamiento leal hacía la Administración.

Otra secuela del principio de la buena fe, es liberar al usuario de cumplir con
un determinado requisito que fue presupuesto de un trámite previamente rea-
lizado (artículo 28), una aplicación concreta de lo anterior se observa en las
«solvencias», es decir, para aquellas certificaciones de la Administración
sobre el cumplimiento de determinada obligación periódica; así la Ley de
Simplificación de Trámites Administrativos señala que si para determinado
asunto se debió tramitar una solvencia, no puede exigirse durante el lapso que
cubre dicha solvencia, una distinta para realizar otro trámite ante la misma
dependencia (artículo 30). En el caso de los comprobantes de pago, la Ley
estipula que no se puede condicionar el pago que se deba a la Administración,
a la acreditación de la cancelación de los períodos anteriores, ya que el fini-
quito de una determinada mensualidad no implica que las precedentes se
encuentren satisfechas (artículo 29)107.

Por último, para corregir cualquier conducta del administrado que implique
una violación a la buena fe, se deben incorporar mecanismos de control poste-
rior; estos buscan garantizar que no se quebrante «la confianza dispensada por
la Administración Pública». Entonces, es a través de fórmulas de verificación
y seguimiento que se corrigen las posibles desviaciones, abusos o fraudes,
ejecutados después del trámite, sin obstaculizar su desarrollo, imponiendo san-
ciones ante las conductas que vulneren la buena fe dispensada (artículos 33,
34, 35 y 70 de la Ley de Simplificación de Trámites Administrativos).

106 Téngase presente que en caso de que exista la necesidad de verificar una circunstancia
o requisito que sea acreditado por un órgano público será la Administración la obliga-
da a obtener la información directamente del ente estatal, sin poder imponer dicha
carga al usuario del servicio (artículo 46 de la Ley de Simplificación de Trámites
Administrativos).

107 Vid. artículo 1296 del Código Civil, donde se establece una presunción inversa, es
decir, se establece que el pago de determinado período presume el cumplimiento de
las cuotas anteriores, salvo prueba en contrario.
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De la misma manera, el principio general de la buena fe, posee recepción
expresa en materia procesal, así el Código de Procedimiento Civil ratifica el
postulado del artículo 1160 del Código Civil, al establecer que el juez debe
ponderar la buena fe en la interpretación de los contratos (artículo 12). Ade-
más, exige un proceder apegado a la buena fe por parte de los sujetos pro-
cesales, por ello reclama un comportamiento leal de las partes, es decir, que
actúen ajustados a la buena fe (artículos 17 y 170), en especial para el Minis-
terio Público, que en los procedimientos donde interviene, lo hará como parte
de buena fe (artículo 129 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia
con el artículo 196 del Código Civil).

La Ley Orgánica Procesal del Trabajo establece una norma específica donde
instituye en el juez el deber de garantizar que las partes actúen con lealtad;
añade que las partes son responsables de los daños que originen por actuar de
mala fe y determina algunas conductas procesales que se presumen contrarias
a la bona fides, pudiendo incluso el juez imponer multas por dichas actuacio-
nes (artículo 48). Igualmente, establece la referida Ley que el juez puede
extraer del comportamiento desleal de las partes indicios que le permitan pre-
sumir elementos para decidir la pretensión (artículo 122 eiusdem)108. Por su
parte, el Código Orgánico Procesal Penal también regula el deber de las partes
de litigar de buena fe (artículos 105 y 107)109.

Indudablemente, en toda conducta procesal se debe actuar ajustado a la buena
fe, verbi gratia: en actuaciones como citaciones, notificaciones, cuestiones
previas, medidas cautelares, recursos, etcétera, debe imperar la bona fides
para que las mismas cumplan su propósito, que es ilustrar al juez de los

108 Sobre el valor de los indicios y presunciones véase: SANQUÍRICO PITTEVIL. Fernando:
«Indicios y presunciones como elementos de certeza procesal y legal». En: Revista
Venezolana de Legislación y Jurisprudencia. Nº 5 (homenaje a Fernando Ignacio
PARRA ARANGUREN). Caracas, 2015, pp. 457 y ss.

109 Vid. decisión de instancia donde el Ministerio Público argumenta que en atención al
principio de la buena fe solicita el «cambio de calificación jurídica» del tipo penal,
Tribunal Primero en Funciones de Juicio del Circuito Judicial Penal del estado Apure,
del 11-06-12, exp. N° 1U-468-09.
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hechos debatidos para que este pueda subsumirlos en las normas aplicables 
y se haga justicia.

Ciertamente, el principio de la buena fe es esencial para una correcta admi-
nistración de justicia, su incumplimiento sencillamente puede devenir en
injusticias, dilaciones, abusos, fraudes procesales, entre otras deslealtades.
Por lo indicado, la Ley de Abogado instituye el deber de «proceder con leal-
tad, colaborando con el juez, en el triunfo de la justicia» (artículo 15) y el
Código de Ética Profesional del Abogado Venezolano110 determina: «Son
deberes de Abogado: 1. Actuar con probidad, honradez, discreción, eficiencia,
desinterés, veracidad y lealtad…» (artículo 4).

Como indica DUQUE CORREDOR, el principio ético general de «… la lealtad,
determina deberes deontológicos específicos para los abogados en sus actua-
ciones procesales, cuyo incumplimiento puede generar responsabilidad dis-
ciplinaria por tratarse de infracciones a deberes éticos profesionales propios
de los abogados que intervengan en actuaciones judiciales»111.

1.5.1.4. Principio general de la igualdad
Este postulado es uno de los más generales del Derecho y por ello rige para
toda conducta regulada por el ordenamiento jurídico, tiene un soporte claro
en la Constitución (Preámbulo y los artículos 1, 2, 19 y 21 de forma general
y en los artículos 57, 75, 77, 88, 89 N° 5, 95, 100, 103 y 111 que refieren
algunos matices de los derechos fundamentales), así como también, en diver-
sas áreas del Derecho se efectúan especificaciones para garantizar que se
proscriba cualquier práctica discriminatoria112.

110 Aprobado el 3 de agosto de 1985, por la Junta Directiva del XIII Consejo Superior de
la Federación de Colegios de Abogados de Venezuela.

111 DUQUE CORREDOR, Román J.: Lecciones elementales de deontología jurídica. Academia
de Ciencias Políticas y Sociales. Caracas, 2010, p. 88.

112 Señala DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Curso de Derecho Civil III…), p. 585, la igual-
dad también es citada por la doctrina entre los principios que inspiran la interpretación
de los contratos.



Reflexiones sobre los principios generales del Derecho 57

En tal sentido, está demostrado que algunas condiciones personales son
tomadas en cuenta por los actores sociales generando conductas claramente
discriminatorias, tales como el sexo, la condición política, orientación sexual,
origen, nacionalidad, estado civil, discapacidad, edad, entre otras. Con estas
prácticas se busca restringir de forma inconstitucional la titularidad de un dere-
cho o el disfrute de determinados beneficios, lo cual no puede ser aceptado
según el respeto de la dignidad del ser humano.

Lo anterior no quiere decir que todos los individuos reciban idéntico tratamien-
to, sino que se trate igual a los iguales y diferente a los diferentes113, así, por
ejemplo, se establece un trámite registral de declaración de nacimiento extem-
poráneo más expedito cuando se está al frente de un menor de edad, que cuando
corresponde a un adulto, ello responde a que, en el primer caso, hay que actuar
con mayor diligencia y a contracorriente es más común la negligencia en la
declaración del hecho de nacimiento, que en la hipótesis del adulto, supuesto
que puede ser más propenso a un fraude (artículo 88 de la Ley Orgánica de
Registro Civil). Entonces, se pueden establecer distinciones por categorías,
siempre que las mismas sean objetivas, racionales y que persigan compensar
los desequilibrios materiales, para así consolidar una igualdad real y efectiva.

1.5.2. Principios sectoriales

Los principios específicos de una sección del Derecho algunos autores los
denominan principios «sectoriales»114. Al respecto CRETELLA JUNIOR comenta:

Principios sectoriales son proposiciones básicas que informan los diversos
sectores en que se divide la ciencia. Cuando el progreso científico impone

113 Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Ensayos sobre capacidad…), p. 694, comenta que
la igualdad no consiste en ofrecer el mismo tratamiento a seres con necesidades espe-
ciales. La ley debe crear mecanismos para contrarrestar los efectos derivados de la
desigualdad.

114 Cfr. PEYRANO y CHIAPPINI: ob. cit. (Instituciones atípicas…), p. 39. LUCES GIL, Fran-
cisco: Derecho Registral Civil. Bosch. Barcelona, 1976, p. 36, los denomina «principios
fundamentales de la disciplina».
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a determinado ramo del conocimiento humano una especialización mayor,
esta división pasa a exigir una particular orientación, momento en que los
denominados principios sectoriales, o sea, proposiciones más restrictas,
son de aplicación a los nuevos sectores de la ciencia115.

Con el término se pone énfasis en la existencia de fundamentos concretos
para áreas o figuras jurídicas específicas. La relevancia de estos principios
sectoriales no es de poca monta, ya que lo que se persigue es una adecuación
más detallada de los principios generales del Derecho a una situación o cate-
goría especialmente relevante, con ello se aspira alcanzar un correcto ajuste
entre el comportamiento reglado –esperado– y el principio.

115 CRETELLA JUNIOR: art. cit. («Los principios fundamentales…»), p. 434.


